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ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Accede, Caso: Lesiones personales a subintendente de la Policía Nacional por detonación de artefacto explosivo en Municipio de Cajibío, Cauca / ATAQUE GUERRILLERO - Contra miembros de la Policía que cumplían  labores de patrullaje por solicitud del Alcalde del municipio  / LABORES DE PATRULLAJE POR SOLICITUD DE PROTECCIÓN ESPECIAL - Intereses de carácter civil / CONFLICTO ARMADO - Situación de conocimiento público / OPERATIVO DE LA POLICÍA NACIONAL - Inobservancia de medidas de seguridad y precaución en el manejo de armas de largo alcance / LESIONES A AGENTE DE LA POLICÍA EN ATAQUE GUERRILLERO - Coparticipación de miembros del Ejército Nacional / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR INCUMPLIMIENO DE SUS DEBERES DE PRECAUCIÓN Y SEGURIDAD - configurada
[A]l (…) [demandante] se lo expuso a un riesgo mucho mayor al que, en circunstancias normales, debería soportar como integrante voluntario de las fuerzas armadas, pues el comandante de la Estación de Policía de Cajibío resolvió llevar a cabo un operativo con armas largas sin observar las precauciones que, para esos efectos, fueron previstas por la institución policial en el instructivo n.º 092/SEPOL-OGESI del 5 de septiembre de 2006, en el que claramente se dispuso que esos operativos deberían realizarse en grupos superiores a 7 unidades, con el fin de evitar hechos lamentables como los que previamente habían ocurrido en el municipio de Baraya -departamento del Huila- donde unos guerrilleros asesinaron a un concejal y a un policía y, además, hirieron a otro de estos, después de lo cual hurtaron los elementos de dotación de los agentes. (…) [E]l ataque guerrillero no fue el hecho exclusivo y determinante en la causación del daño, sino que existió una coparticipación con las omisiones cometidas por la entidad demandada en el adelantamiento del operativo del 29 de mayo de 2009. (…) Y en el caso concreto, aunque es verdadero que la acción delictiva de los grupos armados ilegales tuvo una indiscutible influencia en la causación de los daños cuyo resarcimiento persiguen los demandantes, también es cierto que en esto último también tuvo participación la omisión de la demandada en el cumplimiento de las medidas de seguridad que, de haberse observado a cabalidad, podrían haber evitado el detrimento soportado por los accionantes en reparación. (…) [L]as autoridades civiles del municipio sí habían pedido una protección especial a intereses de carácter civil tales como una planta de tratamiento de agua y las instituciones bancarias donde se haría la entrega del dinero correspondiente al programa estatal denominado “Familias en Acción” (…) Por otra parte, era públicamente conocida la situación de conflicto armado que existía en Cajibío por la época pues, además de que ello se infiere por las solicitudes de protección antes aludidas, también existen informes gubernamentales que dan cuenta de ello (…) [E]l cumplimiento de las previsiones mínimas de seguridad no puede quedar supeditado a la existencia de avisos o advertencias de ataques o peligros -los que en la mayoría de las veces se materializan sin previo aviso (…) el cumplimiento de las medidas de seguridad tiene el objetivo de prevenir emboscadas por parte de grupos armados ilegales, las reglas de la experiencia también indican que los atacantes podrían verse disuadidos de activar su celada si llegan a observar la presencia de un número mayor de efectivos policiales, lo que explica la causa final de las precauciones instruidas por el ente policial, flagrantemente inobservadas por el comandante del cuartel de policía de Cajibío en los hechos materia de juzgamiento. (…) De tal forma que la responsabilidad por los daños sufridos por el (…) [demandante] y sus allegados, son atribuibles a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, quien deberá pagar las condenas que pasan a determinarse en los párrafos subsiguientes. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, se puede consultar también el fallo de 31 de julio 2018, Exp. 56447, el cual ordena medida de publicación y difusión de providencias sobre conflicto armado.
INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS MORALES POR LESIONES PERSONALES - Tasación / INDEMNIZACIÓN POR DAÑO A LA SALUD - Alteración grave de las condiciones de existencia / PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE - Reconocimiento / LUCRO CESANTE DEBIDO Y LUCRO CESANTE CONSOLIDADO

[P]or aplicación de las máximas de la experiencia puede inferirse que tanto el directamente afectado (…) como su familia, han tenido sentimientos de congoja y dolor debido a las lesiones padecidas por aquél. Y como lo fijó la Sala Plena de Sección en sentencias de unificación calendadas el 28 de agosto de 2014, cuando la lesión ha ocasionado una pérdida de la capacidad laboral igual o superior al 50%, como ocurre en el presente caso, es procedente reconocer una indemnización equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para el directamente afectado, para cada uno de sus padres, para cada uno sus hijos y para su compañera permanente; mientras que el monto debe ser de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de los hermanos. (...) En lo atinente al daño a la salud que padeció el señor (…), en la demanda se solicita una indemnización de 200 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de los demandantes bajo el título de alteración grave de las condiciones de existencia. No obstante, de acuerdo con la jurisprudencia unificada de la Sección Tercera del Consejo de Estado, el reconocimiento de dicha indemnización sólo es procedente respecto de la víctima directa, y el monto indemnizatorio se establece en 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para los casos en los cuales existe una pérdida de la capacidad laboral en un porcentaje superior al 50%, que es lo que ocurre en el caso de análisis. En ese orden de ideas para el (…) [demandante] se reconocerá, como indemnización del daño a la salud, una indemnización equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria del presente fallo. (…) Al revisar lo pertinente al daño material por lucro cesante, en los hechos probados se estableció que el señor (…) devengaba, en su calidad de subintendente de la Policía Nacional, un salario mensual de $1 842 410, y que padeció una pérdida de la capacidad laboral en un porcentaje superior al 50%, lo que implica que perdió toda posibilidad de vincularse laboralmente en las condiciones en que ostentaba antes como subintendente de la Policía Nacional y que, por tanto, el lucro cesante deba liquidarse como si la incapacidad fuera total, en aplicación de la jurisprudencia de la Sección Tercera. (…) La tasación del tipo perjuicio que en este momento se analiza, comprende dos momentos: uno debido o consolidado, que incluye los meses transcurridos entre la época de ocurrencia del daño y la fecha de la presente sentencia; y otro futuro o anticipado, que consiste en el periodo de tiempo existente entre la fecha en que se profiere la presente sentencia y el final de la vida probable que tenía el occiso, determinada al momento de la ocurrencia del hecho dañoso. NOTA DE RELATORÍA: En relación con la imputación de responsabilidad al Estado por omisión en sus deberes de precaución, cita sentencia de 29 de mayo de 2014, Exp. 30108, MP. Ramiro Pazos Guerrero.
EXHORTO A LA PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO - Creación en la página web de un enlace que contenga la jurisprudencia relacionada con el conflicto armado / EVENTUAL CONOCIMIENTO DEL PRESENTE FALLO POR PARTE DE LA JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ JEP
Como una medida adicional para asegurar el eventual conocimiento de asuntos como el sub lite por parte de la Jurisdicción Especial para la Paz creada mediante Acto Legislativo 01 de 2017, se exhortará a la Presidencia del Consejo de Estado para que, con el apoyo de la Comisión de Relatoría creada mediante Acuerdo n.º 001 del 14 de febrero de 2018, establezca en la página web institucional de esta alta corte un enlace que contenga su jurisprudencia relacionada con el conflicto armado colombiano, en donde deberán incluirse todos los casos en este contexto ocurridos, entre ellos el resuelto mediante la presente providencia.

ENVÍO DE COPIA DE LA PROVIDENCIA A DIRECTOR DEL CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA Y DEL ARCHIVO GENERAL DE LA NACIÓN / PRESERVACIÓN DE LA MEMORIA DE LA VIOLENCIA GENERADA POR EL CONFLICTO ARMADO INTERNO

[S]e enviará al director del Centro Nacional de Memoria Histórica y del Archivo General de la Nación, copia de la presente sentencia con el fin de que haga parte de su registro, y contribuya a la construcción documental del país que busca preservar la memoria de la violencia generada por el conflicto armado interno en Colombia.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN B
Consejera ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO(E)
Bogotá D.C., primero (01) de agosto de dos mil dieciocho (2018).
Radicación número: 19001-23-31-000-2011-00374-01(56230)

Actor: LUIS ALFONSO RAMÍREZ DÍAZ Y OTROS

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de fecha 24 de septiembre de 2015 proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca, por medio de la cual se denegaron las pretensiones de la acción de reparación directa interpuesta contra la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, entidad a la que se imputa responsabilidad por las lesiones padecidas por Luis Alfonso Ramírez Díaz en hechos ocurridos el 29 de mayo de 2009. La providencia apelada será revocada y, en su lugar, se proferirá un fallo parcialmente favorable a las pretensiones de la demanda.
SÍNTESIS DEL CASO
El 29 de mayo de 2009 el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz, quien se desempeñaba como subintendente de la Policía Nacional en el departamento del Cauca, fue víctima de lesiones por un artefacto explosivo cuando se encontraba realizando labores de patrullaje a la altura del kilómetro 1 de la vía que conduce de Cajibío a la vereda El Cairo. El policial fue conducido a un hospital de Popayán, en donde se le prestó la atención médica intrahospitalaria de urgencias. Posteriormente el lesionado fue remitido al hospital de la Policía Nacional en Cali, en donde se le realizaron varias terapias.
ANTECEDENTES
I. Lo que se demanda
1. Mediante escrito presentado el 21 de julio de 2011
 (según acta de reparto visible a folio 147, c.1) ante el Tribunal Administrativo del Cauca (f. 1-143, c. 1
), Luis Alfonso Ramírez Díaz, quien actúa en su propio nombre y como representante legal de sus hijos menores Luis Ángel Ramírez Rodríguez, Santiago Alejandro Ramírez Rodríguez y Juan Camilo Ramírez Rodríguez; y en nombre propio los señores Luzanyi Rodríguez, Hortencia Díaz González, Luis Alfonso Ramírez Grimaldos, Ana Delmira Ramírez Díaz y Oscar Andrés Díaz, interpusieron demanda de reparación directa, con el fin de que se hagan las siguientes declaraciones y condenas:

PRIMERA: Declarar que LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICIA NACIONAL, es responsable administrativa y civilmente de todos los daños y perjuicios, tanto morales, como materiales, psicológicos y daño a las relaciones familiares ocasionados a: LUIS ALFONSO RAMÍREZ DÍAZ, quien actúa en su propio nombre y como representante legal de sus hijos menores, LUIS ANGEL RAMÍREZ RODRÍGUEZ, SANTIAGO ALEJANDRO RAMÍREZ RODRÍGUEZ Y JUAN CAMILO RAMÍREZ RODRÍGUEZ, LUZANYI RODRÍGUEZ; HORTENCIA DÍAZ GONZÁLEZ; LUIS ALFONSO RAMÍREZ GRIMALDOS; ANA DELMIRA RAMÍREZ DÍAZ y OSCAR ANDRES DÍAZ, por los graves perjuicios que se les ocasiono a cada uno de los actores por las lesiones sufridas por el señor LUIS ALFONSO RAMÍREZ DÍAZ, conforme a los hechos ocurridos el día 29 de mayo de 2009 a las 9:30 horas, en el municipio de Cajibío, Cauca. Cuando encontrándose de servicio realizando patrullaje con armamento de largo alcance (fusil Galil), junto con el señor sargento viceprimero PORTILLA AYALA WILSON, a la altura del kilómetro 1 que del Municipio de Cajibío conduce a la vereda el Cairo de la misma jurisdicción, fue alcanzado por la explosión de un artefacto sembrado al lado de la carretera y activado por subversivos de las FARC al paso de los policiales, resultando gravemente herido, siendo trasladado al centro médico de Cajibío, Cauca y luego a la ciudad de Cali, Valle. Hechos que configuran un falla del servicio por ende una responsabilidad objetiva a título de RIESGO EXCEPCIONAL atribuible a la mencionada institución, toda vez que el comandante de Estación, tenía pleno conocimiento sobre la situación de orden público reinante en la zona, así mismo que no se podía realizar patrullajes al sector rural sin previa autorización de sus superiores y menos con la cantidad de uniformados tan solo dos (02) portando armamento de largo alcance sin previas labores de inteligencia como medidas de seguridad, lo cual conllevo a que se dieran los lamentables hechos.

SEGUNDO: Condénese a LA NACIÓN MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA NACIONAL a pagar a LUIS ALFONSO RAMIREZ quien actúa en su propio nombre y como representante legal de sus hijos menores, LUIS ANGEL RAMIREZ RODRÍGUEZ; SANTIAGO ALEJANDRO RAMÍREZ RODRÍGUEZ, JUAN CAMILO RAMÍREZ RODRÍGUEZ; LUZANYI RODRÍGUEZ; HORTENCIA DÍAZ GONZÁLEZ; LUIS ALFONSO RAMÍREZ GRIMALDOS; ANA DELMIRA RAMÍREZ DÍAZ y OSCAR ANDRÉS RAMÍREZ DÍAZ, por las lesiones sufridas por su (padre, esposo, hijo y hermano respectivamente), señor LUIS ANGEL RAMÍREZ RODRÍGUEZ, por los hechos ocurridos el día 29 de mayo de 2009 a las 09:30 en el municipio de Cajibío, cauca, cuando encontrándose la victima de servicio realizando patrullaje con armamento de largo alcance (fusil Galil) junto con el señor sargento viceprimero PORTILLA AYALA WILSON a la altura del kilómetro 1 que del Municipio de Cajibío conduce a la Vereda el Cairo de la misma jurisdicción, fue alcanzado por la explosión de un artefacto sembrado al lado de la carretera y activado por subversivos de la FARC al paso de los policiales herido, resultando gravemente herido, siendo trasladado al centro médico de Cajibío, Cauca y luego a la ciudad de Cali, Valle, hechos que configuran un falla del servicio por ende una responsabilidad objetiva a título de RIESGO EXCEPCIONAL atribuible a la mencionada institución, toda vez que el comandante de estación, tenía pleno conocimiento sobre la situación de orden público reinante en la zona, así mismo que no se podía realizar patrullajes al sector rural sin previa autorización de sus superiores y menos con la cantidad de uniformados tan solo dos (02) portando armamento de largo alcance sin previas labores de inteligencia como medidas de seguridad, y pese a ello el señor comandante de la estación, tenía pleno conocimiento sobre la situación de orden público reinante en la zona, así mismo que no se podía realizar patrullajes en el sector rural sin previa autorización de sus superiores y menos con la cantidad de uniformados con lo que lo hizo, tan solo dos (02) policiales portando armamento de largo alcance, además sin previas labores de inteligencia como medidas de seguridad, y pese a ello el señor comandante de la Estación omitió las advertencias e instrucciones, hechos que han generado graves perjuicios a mis poderdantes, los cuales se tensan conforme a la siguiente liquidación o la que se demostrase en el proceso, así:

Perjuicios Morales 
A) El equivalente a CIEN (100) SALARIOS MÍNIMOS MENSUALES LEGALES VIGENTES para la fecha de la sentencia o los que se demuestren en el proceso, PARA CADA UNO de los siguientes actores: LUIS ALFONSO RAMIREZ DÍAZ, quien actúa en su propio nombre y como representante legal de sus hijos menores, LUIS ANGEL RAMÍREZ RODRÍGUEZ; SANTIAGO ALEJANDRO RAMÍREZ RODRÍGUEZ y JUAN CAMILO RAMÍREZ RODRÍGUEZ; LUZANYI RODRÍGUEZ; HORTENCIA DÍAZ GONZÁLEZ y LUIS ALFONSO RAMÍREZ GRIMALDOS, por los daños morales ocasionados como consecuencia de las lesiones sufridas por su [sic] (padre, esposo e hijo, respectivamente), el señor LUIS ANGEL RAMÍREZ RODRÍGUEZ, hechos que se dieron por evidente FALLA DEL SERVICIO, es decir, por responsabilidad objetiva a título de RIESGO EXCEPCIONAL atribuible a la entidad conforme se demuestra con las pruebas que se ajuntan.
B) El equivalente a (50) SALARIOS MÍNIMOS MENSUALES LEGALES VIGENTES, para la fecha de la sentencia o los que se demuestren en el proceso, PARA CADA UNO de los siguientes actores ANA DELMIRA RAMÍREZ DÍAZ y OSCAR ANDRÉS RAMÍREZ DÍAZ, por los daños morales ocasionados como consecuencia de las lesiones sufridas por su (hermano), señor LUIS ANGEL RAMÍREZ RODRÍGUEZ, hechos que se dieron por evidente FALLA DEL SERVICIO, es decir, por responsabilidad objetiva a título de RIESGO EXCEPCIONAL atribuible a la entidad conforme se demuestra con las pruebas que se ajuntan.

Los daños morales subjetivos o “pretium doloris’’ consistentes en el dolor físico o síquico, que afectan los sentimientos íntimos de las personas. Estos perjuicios deben ser indemnizados y se busca remediar en parte las angustias y depresiones que se sufren producidas como consecuencia del soporte de la pérdida del ser querido, así mismo por la lesión que se sufre en los afectos, en el dolor del animo ocasionado. Las lesiones físicas a una persona querida siempre afectan emocional y anímicamente a quienes la quieren, en la experiencia propia o ajena, es el mayor dolor que puede sentir un padre o una madre, hermano o pariente cercano; esto no tiene comparación sentimental y afectiva.
Conforme a lo anterior consideramos que los convocantes, la propia víctima y los familiares cercanos como son sus hijos, padres y hermano respectivamente, deben ser indemnizados por el Estado, por la responsabilidad manifiesta de parte de la entidad, al haber sometido al señor Subintendente LUIS ANGEL RAMIREZ RODRIGUEZ, a un riego excepcional que trajo como consecuencia graves lesiones y limitaciones físicas para su diario vivir, debido a la omisión e irregular proceder de su superior inmediato sargento viceprimero PORTILLA AYALA WILSON, quien se desempeñaba como comandante de la Estación de Policía Cajibío para la fecha de los hechos motivo de esta demanda, funcionario encargado de impartir la orden de desplazamiento sin el lleno de los requisitos legales, por lo tanto la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, debe ser condenada a reconocer y pagar los valores solicitados.
 2. Daño a las relaciones familiares
A) El equivalente a DOSCIENTOS (200) SALARIOS MÍNIMOS MENSUALES LEGALES VIGENTES para la fecha de la sentencia o los que se demuestren en el proceso, PARA CADA UNO de los siguientes Actores: LUIS ALFONSO RAMÍREZ DÍAZ, quien actúa en su propio nombre y como representante legal de sus hijos menores, LUIS ÁNGEL RAMÍREZ RODRÍGUEZ; SANTIAGO RAMÍREZ RODRÍGUEZ Y JUAN CAMILO RAMÍREZ RODRÍGUEZ; LUZANYI RODRÍGUEZ; HORTENCIA DÍAZ GONZÁLEZ y LUIS ALFONSO RAMÍREZ GRIMALDOS; por los daños ocasionados como consecuencia de las lesiones sufridas por su (padre, esposo e hijo, respectivamente), el señor LUIS ANGEL RAMÍREZ RODRÍGUEZ, hechos que se dieron por evidente FALLA DEL SERVICIO, es decir, por responsabilidad objetiva a título de RIESGO EXCEPCIONAL atribuible a la entidad conforme se demuestra con las pruebas que se ajuntan.
Teniendo en cuenta la grave alteración de las condiciones de existencia del afectado, las cuales fueron producto de las lesiones físicas que sufrió durante el ataque de la Subversión, por responsabilidad exclusiva de la entidad, debido a la falla  del servicio, el actor perdió la armonía familiar, toda vez que ya no pude compartir con sus hijos, esposa, padres, hermanos y semejantes, los ratos de esparcimiento y demás placeres de la vida, algo tan importante como pasear y hacer deporte entre otros, por ende seria lo más justo que el Estado repare los daños y perjuicios evidentes causados al señor LUIS ALFONSO RAMÍREZ DÍAZ, en calidad de víctima y sus consanguíneos demandantes.
 3. Daños materiales 
Por concepto de Lucro Cesante Futuro:
La Nación-Ministerio de Defensa-Nacional Policía Nacional, debe reconocer y pagar al señor LUIS ALFONSO RAMÍREZ DÍAZ, la suma de CUATROCIENTOS VEINTISIETE MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y UN MIL SEISCIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS CON DIEZ CENTAVOS $427.861.688.10 o la que se demostrare en el proceso, correspondiente a la sumas de dinero que deja de recibir el uniformado como víctima directa, con motivo de las lesiones sufridas el 29 de mayo de 2009, teniendo en cuenta que la Junta Médico Laboral de Policía No. 696 del 31 de agosto de 2010, declaro que presenta una disminución de la capacidad laboral del SESENTA Y DOS PUNTO CUARENTA POR CIENTO 62.40%, así mismo que la incapacidad es RELATIVA Y PERMANENTE con APTITUD NO APTO PARA EL SERVICIO y por ende determinó que no puede ser REUBICADO, queriendo decir, que la Policía Nacional debe pensionarlo con un monto del CINCUENTA POR CIENTO (50%) del sueldo devengado en servicio activo de conformidad con lo establecido por el Articulo 32 del Decreto 4433 de 2004.

Teniendo en cuenta que el promedio de vida actual para los colombianos es de sesenta y cinco (65), y que el afectado a la fecha tiene 32 años de edad, quiere decir que tiene una vida productiva de TREINTAY TRES (33) anos, lo cual multiplicado por CATORCE (14) MESADAS que viene devengando por año el señor RAMÍREZ DÍAZ, nos daría un total de CUATROCIENTOS SESENTA Y DOS (462) MESADAS.

La Tesorera del Departamento de Policía Cauca con fecha 19 de mayo de 2011 certifica que el sueldo total devengado por el señor LUIS ALFONSO RAMÍREZ DÍAZ, para el mes de abril de 2011 fue de UN MILLON OCHOCIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL DOSCIENTOS QUINCE PESOS CON DIEZ CENTAVOS (1.852.215.10), lo que quiere decir que a partir de la fecha que se a pensionado por invalidez, la institución solo pagara al actor, la suma de NOVECIENTOS VEINTISEIS MIL CIENTO SIETE PESOS CON CINCUENTA Y CINCO CENTAVOS (926.107.55).

Entonces: 926.107.55 de pensión de invalidez mensual promedio que en adelante se le pagará al actor, x 462 mesadas incompletas que dejará de recibir por este concepto durante su vida probable productiva, el total faltante será de 427.861.688.10.

TERCERO: Todas las condenas serán actualizadas conforme la evolución del índice de precios al consumidor, sobre la totalidad de las sumas reconocidas y liquidadas a los accionantes e indexadas a su favor, conforme lo previsto por el artículo 178 del C.C.A.

CUARTO: LA NACIÓN MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICIA NACIONAL, dará cumplimiento a la sentencia que ponga fin a la presente demanda, dentro de los términos del artículo 176 del C.C. 
QUINTO: Si no se efectúa el pago en forma oportuna, la entidad liquidará los intereses comerciales y moratorios hasta que le dé cabal cumplimiento a la sentencia que ponga fin al proceso, conforme lo consagra el artículo 177 del C.C.A.

SEXTO: Se condene a la entidad demandada al pago de costas.
1.1. Como fundamento fáctico de sus pretensiones los demandantes aducen que el 29 de mayo de 2009, aproximadamente a las 9:30 de la mañana, el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz –subintendente de la Policía Nacional adscrito a la estación de policía de Cajibío en el Departamento de Policía del Cauca– patrullaba junto con el sargento viceprimero Wilson Portilla Ayala
, cuando a la altura del kilómetro 1 que conduce a la vereda El Cairo, cerca de una planta de tratamiento de agua, los agentes fueron objeto de un ataque con explosivos activados por un grupo de subversivos en el que resultó lesionado el primero de los nombrados policiales, quien fue trasladado hasta la Clínica La Estancia en la ciudad de Popayán y posteriormente remitido a la Clínica Nuestra Señora de Fátima en Cali. El 31 de agosto de 2010, dicen los accionantes, la junta médica laboral de la Policía Nacional evaluó al afectado y estimó una disminución de la capacidad laboral un en porcentaje del 62,40%.
1.2. Al exponer el fundamento jurídico de sus peticiones, los actores imputan responsabilidad a la demandada a título de falla del servicio, pues consideran que las lesiones sufridas por Luis Alfonso Ramírez Díaz fueron propiciadas porque la Policía Nacional le ordenó al hoy demandante que realizara un patrullaje con fusil Galil, sin que se cumplieran las medidas necesarias a las que se refiere el instructivo n.º 092 / SEPOL–OGESI, que hace referencia al empleo de armas de largo alcance. Destaca el libelo genitor que por omitirse dichas medidas de precaución, se puso al subintendente en una circunstancia que intensificaba anormalmente el riesgo que estaba obligado a soportar por su condición de policía profesional, lo que dio lugar a la existencia del daño cuyo resarcimiento se reclama.
II. Trámite procesal
2. Admitida y notificada por el Tribunal Administrativo de Cauca la acción de reparación directa, la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional presentó escrito de contestación de la demanda (f. 157 y sgts. c.1) en el cual se opuso a las pretensiones elevadas por la parte actora, al considerar que las actividades que realizaba el lesionado eran propias de la Policía Nacional y que, por ingresar a esa institución, el peticionario era consciente del riesgo que ello implicaba. Dijo al respecto que los hechos del sub lite se dieron en consonancia con el cumplimiento del deber, y agregó que la labor que realiza la policía es de vigilancia y debe desarrollarse por fuera de las instalaciones del cuartel, sin importar el número de policiales que deben cumplir la respectiva misión. Acto seguido hizo alusión a los hechos materia del proceso, los cuales fueron totalmente imprevisibles para la institución, y adujo que en los acontecimientos no hay una prueba fehaciente que demuestre la falla del servicio.
3. Surtido el trámite de rigor y practicadas las pruebas decretadas
, el a quo, mediante auto calendado el 28 de abril de 2014 (f. 197 c.1), corrió traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión de primera instancia, oportunidad de la cual hicieron oportuno uso las partes, tal como pasa a reseñarse.

3.1. La parte demandante (f. 217-221, c.2) ratificó los argumentos ya expuestos en el escrito de la demanda, con base en los cuales solicitó declarar probada la falla del servicio en la que incurrió la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional por los hechos ocurridos el 29 de mayo de 2009. En relación con las pruebas recaudadas, sostuvo que en la estación de policía de Cajibío se tenía conocimiento de la difícil situacion de orden público que existía en ese momento en el municipio; e insistió en que, por la misma, debían asumirse medidas de protección especial para los uniformados. Dijo que, en contraste con ese deber, el hoy peticionario en resarcimiento fue expuesto a un riesgo injustificado al realizar un patrullaje con armamento de largo alcance y solo con una unidad de apoyo, por lo que los policiales fueron fácilmente atacados por el grupo subversivo. Dicho peligro, itera, sobrepasa el que es normal en la carrera de los integrantes voluntarios de las fuerzas armadas.
3.2. La parte demandada (f. 199-205, c.2) consideró que la actividad que cumple la Policía Nacional es peligrosa y, en consecuencia, la persona que voluntariamente ingresa a dicha corporación es consciente de los riesgos a los que se someterá. Además, aseveró que las lesiones sufridas por el demandante fueron causadas por terceros, lo que se constituye en una causal eximente de responsabilidad. Con respecto a las circunstancias en que se dieron los hechos, adujo que es imposible exigirle a la administración medidas de protección tales como asignarle escoltas a cada policial, pues ellos asumen la condición de protectores, y sería incoherente pedir que estos a su vez sean custodiados, pues con ello se crearía un cadena desmedida de protegidos. Argumentó que, por tal razón, y porque el ataque fue realizado en el servicio y por acción directa del enemigo, el lesionado fue objeto de una indemnización por parte de la institución, quien reconoció la suma setenta y un millones sesenta y un mil doscientos sesenta y seis pesos con setenta y un centavos ($71 061 266,71) por las lesiones sufridas. Al finalizar solicitó que, en caso de que las pretensiones de la demanda fueran concedidas, se descontara la pensión o indemnización a for fait.
4. El Tribunal Administrativo del Cauca profirió sentencia de primera instancia el 24 de septiembre de 2015 con la decisión de negar las pretensiones de la demanda. El a quo argumentó que las heridas ocasionadas en el servicio por acción directa del enemigo, son parte de los riesgos normales a los que se está expuesto por pertenecer a la fuerza pública. De otra parte, al referirse al cumplimiento del instructivo n.° 092 de 2006 concerniente al empleo de fusil SAR Galil y otras armas de largo alcance, el Tribunal encontró que el mismo estaba dirigido a las unidades policiales para que no fueran atacadas con la intención de quitarles el armamento, y con base en ello consideró que, por la forma en la que se realizó, el ataque subversivo no tenía como finalidad la apropiación de los rifles y los equipos portados por los uniformados, pues a la postre los heridos no fueron despojados de su equipamiento. En palabras del juzgador de primera instancia:

Se tiene, entonces, i) que el informativo de ‘’EMPLEO DEL FUSIL SAR GAL POLICÍA OTRAS ARMAS DE LARGO ALCANCE’’ proferido en el año 2006, consigna la orden específica de prohibir la asignación de armas largas a un número determinado de policías con la finalidad de que no son atacados para hurtarles sus fusiles; ii) que el ataque acaecido el 29 de mayo de 2009 no estaba dirigido a llevarse el armamento de largo alcance de los policías, prueba de ello es que los mismos fueron encontrados; y, iii) que el solo hecho de que los uniformados se hubieran movilizado con armas cortas, en nada habría alterado el resultado causal cuya reparación se demanda, pues se trató de un ataque premeditado con la utilización de explosivos sembrados al lado de la vía, asi como la utilización de armamento largo, esto es, de una emboscada frente a la cual no se acreditó un conocimiento previo por parte de la institución demandada, por un ataque premeditado.
Dicho de otra manera, con los hechos presentados es posible tener la certeza de que el ataque por parte de los grupos ilegales nunca dependió de las armas y el equipamiento que portaban las 2 unidades, ya que después de la arremetida estos implementos no fueron hurtados, siendo de esta forma posible afirmar -se recalca- que si las dos unidades se hubieran evitado el ataque cuyas consecuencias hoy se demandan, pues el objetivo de los terroristas era el de atentar contra las vidas de los uniformados, sin importar su equipamiento.
Por lo tanto, no es claro que este hecho sea imputable a la Policía Nacional, pues aun cuando la parte demandante afirma que el objetivo del ataque con artefacto explosivo obedeció a que las dos unidades llevaban armas de largo alcance tipo Fusil Galil, de los medios probatorios que obran en el expediente no se puede inferir ni tener certeza de tal afirmación, pues se itera al tratarse de una emboscada con explosivos y armas largos, nada indica que el hecho de movilizarse con armas cortas -el informativo no prohibía el desplazamiento o patrullaje de uno o dos policiales en moto- así como tampoco el asignar más unidades de patrullaje, hubiere impedido de manera de manera alguna la acción armada del grupo ilegal.
Es notorio que el policial LUIS ALFONSO RAMÍREZ DÍAZ estaba en cumplimiento de una labor como subcomandante de la Estación de Policía de Cajibío -Cauca- de lo que se deriva que las lesiones que los padeció están ligadas al riesgo propio al que se encuentran sometidos miembros de la fuerza pública, riesgo profesional y generalizado para los uniformados, aceptado al momento en que ingresan a dichas instituciones, y que impide, por regla general, la imputación de los daños que se deriven del ejercicio de sus funciones garantes del orden público y la seguridad, donde dicha actividad propia del servicio de policía se cumple al interior de la comunidad y no al interior de unas instalaciones policiales.

No se trata de sostener que en todos los eventos en que un miembro de la fuerza pública, sufra un daño derivado del servicio, no pueda pretender la responsabilidad administrativa de la institución a la que pertenece, pues está decantado por la jurisprudencia que en los eventos donde se demuestre una falla en el servicio o la exposición a un riesgo mayor al que en condiciones normales debía afrontar el servidor, resulta procedente declarar la responsabilidad de la entidad accionada por los perjuicios derivados del daño que deviene como antijurídico. Empero, no obran en el expediente las pruebas necesarias que lleven al convencimiento de la Sala respecto a que el daño derivó de manera determinante de la falta de adopción de las medidas pertinentes encaminadas a proteger la integridad física de los uniformados que realizaban el patrullaje. 
En conclusión, la Sala considera que las pruebas arrimadas al proceso evidencian que en el momento del ataque el uniformado cumplía una labor cotidiana de vigilancia, que no había manera alguna de evitar el ataque y que las lesiones que sufrió el policía producto de la acción subversiva no surgieron de errores u omisiones atribuibles a la Policía Nacional, que a su entender contribuyeron a la materialización del hecho dañoso, al exponer al SI. RAMÍREZ DÍAZ LUIS ALFONSO a un riesgo anormal o excepcional que no estaba en el deber jurídico de soportar.

5. Contra la sentencia de primera instancia, el apoderado de la parte demandante interpuso y sustentó en tiempo recurso de apelación con el fin de que se revoque la decisión y, en su lugar, se condene a la demandada (f. 241-244, c. ppl).  En criterio del apelante, el Tribunal a quo negó las pretensiones sin considerar la responsabilidad achacable a la Policía Nacional, toda vez que antes del patrullaje no se realizaron labores de inteligencia en la zona por parte de la institución, y teniendo en cuenta que se trataba de un recorrido fuera del perímetro urbano, situación que, considera la parte demandante, fue la que propició la oportunidad para que los agentes fueran atacados por el grupo ilícito.
6. Mediante auto del 30 de octubre de 2015, el Tribunal Administrativo del Cauca concedió el recurso de apelación (f. 246, c. ppl.) y el Consejo de Estado lo admitió mediante auto del 6 de julio del 2016 (f. 251, c. ppl). Posteriormente, la Corporación procedió a correr traslado para presentar alegatos de conclusión en segunda instancia el 24 de agosto de 2016 (f.253, c.ppl). Al descorrer dicho término, la parte demandada reiteró los argumentos ya expuestos en otros momentos del litigio y, además, aseveró que no se logró probar la responsabilidad objetiva, dado que, se evidenciaron causales eximentes de responsabilidad tales como el hecho exclusivo y determinante de un tercero y la fuerza mayor. (fls. 254-258 y sgts. c. ppl). La parte demandante y el Ministerio de Defensa Nacional guardaron silencio (f. 265, c. ppl).

 CONSIDERACIONES DE LA SALA
I. Competencia
7. La Sala es competente para decidir el asunto por tratarse del recurso de apelación presentado contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca en un proceso que, por su cuantía (f. 123 y sgts. c.1)
, tiene vocación de doble instancia.
7.1. Se precisa en este punto que al presente caso le resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 1285 de 2009
 en el que se autoriza a las salas, secciones o subsecciones del Consejo de Estado, otorgar prelación a los procesos, entre otros, en los siguientes eventos: por razones de seguridad nacional, para prevenir la afectación grave del patrimonio nacional, en caso de graves violaciones a los derechos humanos, crímenes de lesa humanidad o asuntos de especial trascendencia social. Además, se resuelve con prelación el presente caso, en atención a lo decidido por la Sala Plena de la Sección Tercera en la sesión llevada a cabo el 26 de enero de 2017, tal como consta en el acta n.º 02 del mismo año.

II. Validez de los medios de prueba
8. Como medio de prueba la parte actora solicitó que fueran allegadas copias autenticadas de la investigación disciplinaria adelantada por la Policía Nacional, con ocasión de los hechos ocurridos el 29 de mayo de 2009. Algunas de las piezas documentales, correspondientes a dichas investigaciones, fueron allegadas en copia simple, y podrán ser apreciadas de acuerdo con el criterio recientemente establecido por la Sala Plena de Sección Tercera según el cual, cuando las reproducciones informales de documentos han obrado en el plenario a lo largo del proceso y han sido susceptibles de contradicción por las partes sin que éstas las tacharan de falsas, dichos documentos pueden ser valorados y son idóneos para determinar la convicción del juez frente a los hechos materia de litigio, pues de lo contrario se desconocerían el principio constitucional de prevalencia de lo sustancial sobre lo formal y el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, lo que a su vez iría en contra de las nuevas tendencias del derecho procesal
.
III. Hechos probados

9. Valoradas las pruebas válidamente allegadas al proceso, se tienen por probados los siguientes hechos relevantes:

9.1. Según registros civiles de nacimiento aportados en copia auténtica al expediente, Luis Alfonso Ramírez Díaz –lesionado–, nacido el 15 de febrero 1979 (f. 6, c.1), es hijo de Luis Alfonso Ramírez Grimaldos y Hortencia Díaz González (f. 6, c.1), y hermano de Ana Delmira Ramírez Díaz (f. 14, c.1), y Oscar Andrés Ramírez Díaz (f. 15, c.1). Igualmente es padre de los menores Luis Ángel Ramírez Rodríguez (f. 9, c.1), Santiago Alejandro Ramírez Rodríguez (f. 10, c.1) y Juan Camilo Ramírez Rodríguez (f. 11, c.1), procreados con su cónyuge Luzanyi Rodríguez (f. 7, c.1).

9.2. El señor Luis Alfonso Ramírez Díaz se incorporó en calidad de suboficial a la Policía Nacional con el grado de subintendente, y fue designado subcomandante de la estación de Cajibío, cargo en el que prestó sus servicios, según informe suscrito por el comandante de policía del Cauca (f. 28-30, c. pruebas 3)
.
9.3. En el libro de minuta de servicios de la estación de Cajibío se encuentra relacionado el personal que prestaría sus servicios para el día 29 de mayo de 2009. En dicho tomo se logra evidenciar que el subintendente Luis Alfonso Ramírez Díaz se encontraba uno de los siete efectivos consignados como disponibles para ese día (f. 43, c. pruebas 3).
9.4. Ese mismo día, cuando eran las 9:30 de la mañana, el sargento viceprimero Eduardo Ramiro Portilla Ayala y el subintendente Luis Alfonso Ramírez Díaz salieron a realizar un patrullaje. En los términos registrados en el ya citado libro de minuta (f. 14, c. 3 pruebas): “… A la hora y fecha sale el señor comandante de estación, SV Portilla Alaya y el señor subcomandante SI Ramírez fin realizar patrullaje urbano. Mencionados salen en motos ponal, armamento largo alcance sin novedad especial’’.
9.5. Durante el patrullaje aludido en el punto anterior, los policiales fueron atacados por unos subversivos que activaron unas cargas explosivas instaladas a la vera del camino. Ello se hizo constar en la anotación de las 12:00 horas del mediodía, rubricada por el subintendente Faber Ospina, comandante en encargo de la Estación de Cajibío, quien consignó en el libro de minuta de guardia lo siguiente (f.45, c. pruebas 3):
Se registra la presente como constancia de la novedad ocurrida el día de hoy siendo aproximadamente las 09:40 horas momento en el cual se encontraba (sic) realizando patrullaje los srs. Sv Portilla Ayala Wilson, y SI. Ramírez Díaz Luis Alfonso a la altura del km 1 vía el Cairo, y fueron alcanzaos por la explosión de artefactos sembrados al lado de la carretera, resultando gravemente heridos, en el mismo acto resultaron averiados los siguientes elementos: la motocicleta marca Honda 125 Modelo 2008 de placa LLG 65, motor y chasis Nº 1030895626883 y el fusil Galil calibre 5.56 mm nº 03334453 asignado al comandante de a unidad. Los heridos fueron trasladados a la Clínica La Estancia de Popayán, de lo anteriormente expuesto se envió poligrama a la E-100 Decau.  
9.6. En el informe n.º 334 / MD–KECAJ-DIUNO-DECAU – 3.5.1.5.61.10.1.2-62-29.57, se informó al comandante del Departamento de Policía de Cauca sobre los hechos del 29 de mayo de 2009, que implicaron la avería del material de intendencia que portaban los agentes. Dicho documento fue suscrito el 2 de junio de 2009 por el agente Armando Pérez Cueto, encargado de los elementos de dotación de la Estación de Cajibío, y el intendente Camilo Bolaños Posada, comandante en encargo de la misma, quienes señalaron (fls. 26-27, c. pruebas 3): 

Comedidamente me permito informar a mi coronel, novedad ocurrida e día 29/05/2009, 09:40 horas aproximadamente, momento en el cual policiales adscritos a esta unidad, realizaban patrullaje a la altura del kilómetro 1 vía al Cairo, fueron objeto de atentado con explosivos, resultando heridos los señores: SV PORTILLA AYALA EDUARDO RAMIRO CC 13016197 Ipiales Nariño, 43 años, casado, bachiller, comandante Estación Cajibío, natural Ipiales, residente Popayán, hijo de Alcides y María, presenta fractura fémur derecho y herida con arma de fuego en tórax con orificio de salida (sic) y SI. RAMIREZ DIAZ LUIS ALFONSO CC 88002528 de Chinácota Norte de Santander, 35 años, casado, bachiller, natural residente Chinácota Norte de Santander, hijo Luis y Hortensia, presenta fractura fémur derecho y politraumatismo hombro izquierdo, (sic) quienes fueron trasladados a la clínica la Estación de la ciudad de Popayán.

En el mismo acto resultó averiado por esquirlas en el culatín retráctil el fusil Galil Calibre 5.56 mm. Nº 03334453, y destruidos dos proveedores y su munición calibre 5.56 mm, de igual manera la motocicleta marca Honda NxR 125, color blanca y verde, de placa LLG-65, moto y chasis Nº jc3de95626883, comodato a la Estación de Policía Cajibío por la alcaldía de esta localidad, con daños: en el encendido electrónico, carburador, filtro de aire, llanta trasera y rin ocasionado por esquirlas del explosivo. 
9.7. Mediante auto del 9 de junio de 2009, el Coronel Luis Joaquín Camacho Sarmiento, comandante del Departamento de Policía Cauca, al pronunciarse sobre el oficio n.º 334 antes referido, solicitó la práctica de pruebas para poder establecer con claridad las circunstancias en que se dieron los acontecimientos del 29 de mayo de 2009, en los cuales resultó lesionado el subintendente Luis Alfonso Ramírez Díaz. (fls. 32-33, c. pruebas 3). En el documento consta: 
Como quiera que para este Comando los hechos informados por el señor Agente no son claros, para poder establecer las verdades circunstancias de modo, tiempo y lugar en que realmente sucedieron los acontecimientos en los cuales resultaron lesionados los señores SV. PORTILLA AYALA EDUARDO RAMIRO y SI. RAMIREZ DIAZ LUIS ALFONSO, y con el fin de poder emitir la calificación que corresponda de acuerdo a preceptuado en el artículo 24 del Decreto 1796 de 2000, en concordancia con el artículo 25 del Decreto 1769 de 2000, se dispone la práctica de las pruebas que más adelante se describen.
(…)
1. Escuchar en diligencia de declaración juramentada a las personas que tengan conocimiento de los hechos.

2. Solicitar al Comandante de la Estación de Policía Cajibío, fotocopias de las anotaciones realizadas en los libros de servicio, población y minuta de guardia, relacionadas con los hechos ocurridos el día 29 de Mayo de 2009.

3. Practíquese las demás pruebas que resulten de las anteriores y las que el funcionario comisionado considere pertinente para el total esclarecimiento de los hechos. 

9.8. En acatamiento del auto del 9 de junio de 2009, se recopilaron dentro de la investigación disciplinaria las declaraciones de varios miembros de la Policía Nacional pertenecientes a la Estación de Cajibío
, con base en las cuales se estableció que el subintendente Luis Alfonso Ramírez Díaz y el sargento Eduardo Ramiro Portilla Ayala salieron de la estación con armamento de largo alcance para realizar un patrullaje y que, cuando pasaron por una bomba de gasolina que queda en la vía a la vereda El Cairo, fueron víctimas de un ataque con explosivos por parte de un grupo guerrillero. En efecto, uno de los testimonios recogidos fue el del sargento viceprimero Eduardo Ramiro Portilla Ayala, quien también resultó herido en el ataque y relató lo siguiente (fls. 38-39, c. pruebas 3):
PREGUNTADO: Se tiene en este despacho oficio número 334 de fecha 02 de junio de 2009 suscrito por el señor AG. PÉREZ CUETO ARMANDO ALFONSO, en el cual informa el Comando de Departamento de Policía Cauca, la novedad presentada el dia 29 de Mayo de 2009, donde resultaron lesionados los señores SV. PORTILLA AYALA EDUARDO RAMIRO y SI. RAMÍREZ DÍAZ LUIS ALFONSO, con artefacto explosivo, por parte de grupo subversivo, al respecto que conocimiento tiene de estos hechos o si nos puede hacer un relato de los hechos sucedidos. CONTESTÓ: Efectivamente el día 29 de mayo de 2009, realizábamos patrullaje por el perímetro urbano EL SUSCRITO con el señor SI. RAMÍREZ DÍAZ LUIS ALFONSO, en momento en que pasábamos revista a la planta de tratamiento de aguas residuales del municipio de Cajibío la cual está ubicada cerca a la estación de servicio salida al Cairo, fuimos objeto de un atentado con artefactos explosivos y armas de fuego de largo alcance por parte de un grupo ilegal armado al parecer de las FARC, como resultado de este atentado resulté con las siguientes lesiones dos heridas en el muslo de la pierna derecha, una herida en el brazo derecho, cuatro heridas en los glúteos y una herida en la espalda, el Subintendente RAMÍREZ con heridas de consideración en diferentes partes del cuerpo, daños en la motocicleta en la que nos movilizábamos marca Honda placa No. LLG65, dotación de la Estación de Policía Cajibío, averiado el fusil Galil 5,56 mm, 03334453, dos proveedores con su respectiva munición, hechos ocurrieron aproximadamente a las 09:40 de la mañana. PREGUNTADO. Manifieste a este despacho si se hicieron anotaciones en los libros de servicio y de guardia, sobre la misión que se disponían a realizar. CONTESTÓ. Sí, la anotación de salida y misión a cumplir quedó registrada en la minuta de guardia de la unidad en el folio 371. PREGUNTADO. Manifieste a este despacho a que distancia del perímetro urbano del municipio de Cajibío, fue activada la carga explosiva, donde usted y SI. RAMIREZ DIAZ LUIS ALFONSO resultaron lesionados. CONTESTÓ. Unos trescientos metros aproximadamente, de la bomba de servicio la cual se encuentra a la salida al Cairo. PREGUNTADO. Manifieste a este despacho qué armamento de dotación llevaban ustedes al momento del atentado. CONTESTÓ. Fusil Galil 7,56 mm, y de una granada de fragmentación IM-26. PREGUNTADO. Manifieste a este despacho si fueron apoyados por miembros de la Policía Nacional al momento del atentado. CONTESTÓ. Sí, apenas se reportó la novedad salieron de la Estación un agente con cuatro auxiliares de policía y posteriormente llegaron personal de la contraguerrilla al mando del señor Coronel BRAVO WILSON. PREGUNTADO. Manifieste a este despacho si ese día, usted con el señor SI. RAMIREZ DÍAZ, se desplazaron hasta el lugar denominado la venta de Cajibío. CONTESTÓ. No, en ningún momento, solo llegamos hasta la planta de tratamiento, y al regresar sucedieron los hechos. PREGUNTADO. Manifieste a este despacho por qué razón no optó por pasar revista a la planta de tratamiento con más personal de la Estación. CONTESTO. Ese día el resto de personal se había destinado cubrir otros servicios como control pago de familias en acción, seguridad de las instalaciones y seguridad a las sesiones del Consejo, por lo tanto efectuamos la revista a la bomba y a la planta, las dos unidades, teniendo en cuenta que estos sitios especialmente la planta de tratamiento había sido objeto de hurtos en días anteriores, por lo cual el señor alcalde había solicitado prestar seguridad necesaria para evitar estos hechos, por lo que se estaba dando cumplimiento con revistas esporádicas.   
9.9. Dentro de la investigación disciplinaria rindió declaración también el agente Pérez Cueto Armando Alfonso perteneciente a la Estación de Cajibío, quien aseguró que para la fecha de los hechos se le ordenó realizar un turno de vigilancia en las instalaciones bancarias del municipio. Además relató que cuando conoció el al ataque en contra de sus compañeros inmediatamente se dirigió a prestarles auxilio, y que en el lugar encontró el armamento y los radios que tenían asignados (fls. 34-35, c. pruebas 3). En los términos por él expresados:
PREGUNTADO. Se tiene en este despacho oficio número 334 de fecha 02 de junio de 2009 suscrito por usted, en el cual informa al comando de departamento de policía Cauca, la novedad presentada el día 29 de mayo de 2009, donde resultaron lesionados los señores SV. PORTILLA AYALA EDUARDO RAMIRO y SI. RAMÍREZ DÍAZ LUIS ALFONSO, con artefacto explosivo, por parte de grupo subversivo, al respecto qué conocimiento tiene de estos hechos. CONTESTÓ. Para ese día me encontraba disponible en horas de la mañana de lo cual mi sargento me ordenó hacer mi turno de disponibilidad con el señor AP. RENGIFO ANGEL CARLOS, en las instalaciones de seguridad del banco Agrario ya que estaban pagando para ese día a Familias en Acción y había aglomeración de gente de las veredas que habían citado para ese día, y que en la estación se quedara el señor PT. CIFUENTES quien se encontraba judicializando un caso, y me informo que él y el señor Suboficial RAMIREZ se dedicarían a pasarle revista a las entidades gubernamentales y sector residencial y de ahí a la bomba de gasolina a la estación El Carmelo, pues de mi parte me dediqué hacer lo ordenado por el comando de estación, hay en el banco Agrario de seguridad, cuando pasados unos veinte minutos escuché por la radio ‘’Camerún, Camerún’’ voces de auxilio de parte de mi cabo RAMÍREZ de lo cual me vine corriendo hacia la estación y reuní a los muchachos que se encontraban en el momento para prestarle el apoyo necesario lo cual al llegar a la esquina por los lados de la registraduria, la comunidad nos informa de que ya los habían subido a un carro entonces me devolví a prestarles seguridad al hospital y de inmediato al llegar a este sitio monté la seguridad con los que estábamos en sitios estratégicos o vulnerables y haciéndome cargo del armamento que portaban en ese momento y los radios de comunicaciones lo cual eran dos radios y dos fusiles con los respectivos proveedores y de lo cual se le informó a la central y a mi Coronel Comandante de Departamento y pidiendo el apoyo necesario y coordinando en el hospital con ambulancias para su traslado a la ciudad de Popayán a la clínica La Estancia. PREGUNTADO. Manifieste a este despacho concretamente la misión que estaban cumpliendo los señores SV. PORTILLA AYALA y SI. RAMÍREZ DÍAZ. CONTESTÓ. Pues como dije anteriormente mi sargento y el señor subintendente se encontraban pasando revista a los sectores gubernamentales y el envió del combustible a la Estación de Policía El Carmelo PREGUNTADO. Manifieste a este despacho si tiene conocimiento a qué distancia del perímetro urbano del municipio de Cajibío, fue activada la carga explosiva, donde fueron lesionados los señores SV. PORTILLA AYALA EDUARDO RAMIRO y SI. RAMÍREZ DÍAZ LUIS ALFONSO. CONTESTÓ. Bueno hay si no sé qué decirle ya que no me encontraba con ellos, no sé si fue entrando o saliendo de la bomba PREGUNTADO. Manifieste al despacho si hay anotaciones en los libros de servicios, minuta de guardia y de población, sobre el servicio que se encontraban realizando los señores SV. PORTILLA AYALA y SI. RAMIREZ DIAZ, y de los hechos sucedidos el día 29 de mayo de 2009 donde resultaron lesionados, en caso afirmativo puede hacer llegar fotocopias a este despacho. CONTESTO. Sí, hay anotaciones en el libro de minuta de guardia las cuales anexo. PREGUNTADO. Manifieste a este despacho si tiene conocimiento, quién auxilió a los señores policiales heridos. CONTESTÓ. Desconozco, porque me informaron que ya los habían recogido y estaban en el hospital y no me percaté de quién los recogieron. (sic) PREGUNTADO. Manifieste a este despacho si el señor sargento se encontraba en la venta de Cajibío, qué conocimiento tiene usted al respecto. CONTESTO. Desconozco de eso (fl. 34, c. pruebas n.º 3, mayúsculas del texto citado).
9.10. En el informe administrativo prestacional por lesión n.º 144/2009 del 13 de octubre de 2009, proferido por el teniente coronel Carlos Ernesto Rodríguez Cortés en su calidad de comandante del Departamento de Policía Cauca, se describen las heridas causadas al subintendente Luis Alfonso Ramírez Díaz, y se conceptúa que las mismas ocurrieron en el  marco del servicio y con ocasión de la acción directa del enemigo. Tal como se plasma en el documento bajo referencia:

Se infiere de las diligencias y pruebas allegadas al presente informe, que el señor SI. RAMÍREZ DÍAZ LUIS ALFONSO, para el momento de los hechos objeto de la investigación, se encontraba en servicio activo de la Policía Nacional adscrito a la Estación de Policía Cajibío del Departamento de Policía Cauca, concretamente de servicio como subcomandante de la estación.

Con las pruebas allegadas quedó plenamente demostrado, que el señor SI. RAMÍREZ DÍAZ LUIS ALFONSO, resultó lesionado momentos (sic) en que pasaba revista en compañía del señor SV. PORTILLA AYALA EDUARDO RAMIRO, a la planta de tratamiento de aguas residuales del municipio de Cajibío, la cual está ubicada cerca de a la estación de servicio salida al Cairo, donde fueron objeto de un atentado con artefactos explosivos y armas de fuego de largo alcance por parte de un grupo ilegal armado al parecer de las FARC, quedando como resultado lesionados los dos policiales siendo llevados a la clínica La Estancia de la ciudad de Popayán, por lo cual este comando considera que sus lesiones fueron en el servicio, por acción directa del enemigo. (fl. 28-30, c. pruebas n.º 3).
9.11. A raíz de los hechos ocurridos el 29 de mayo de 2009, Luis Alfonso Ramírez Díaz sufrió múltiples lesiones en la cadera, el hombro izquierdo, el muslo derecho, y una fractura de fémur derecho. Por su estado de salud, que era delicado, fue remitido a un hospital en Popayán, institución en la que se le prestó la atención intrahospitalaria de urgencias. Posteriormente fue remitido a la Clínica Nuestra Señora de Fátima en Cali. Se reseñan a continuación las pruebas relacionadas con la atención médica dispensada al hoy demandante en reparación.
9.11.1. En el informe administrativo prestacional por lesión n.º 144/2009 del 13 de octubre de 2009, elaborado por el comandante del Departamento de Policía Cauca, se describen las heridas causadas al Subintendente Luis Alfonso Ramírez Díaz, así: “… resultaron heridos dos policiales entre ellos el señor SI. RAMIREZ DIAZ LUIS ALFONSO, quien presenta fractura fémur derecho y politraumatismo hombro izquierdo, el cual fue trasladado a la clínica La Estancia de la ciudad de Popayán Cauca…’’ (f. 28, c. pruebas n.º 3).
9.11.2. Se allegó el resumen de la historia clínica de Luis Alfonso Ramírez Díaz elaborado por la Clínica La Estancia de Popayán, en el que se estableció como fecha de ingreso el día 29 de mayo de 2009 a las 11:05 de la mañana. Según consta en el nombrado documento (f. 28, c. 1):
MOTIVO DE CONSULTA

Remitido con un Dx: herida múltiple por arma de fuego, herida perforante en hombro izquierdo, herida profunda en hombro izquierdo, herido perforado en pierna derecha, roce en región lumbar. 
ENFERMEDAD ACTUAL
Paciente hace +- 1 hora en ataque x guerrilla sufre heridas múltiples x ADF en hombro izquierdo, MI D, retiene dolor interno en el muslo D, casi no puede mover el pie derecho, no perdida del conocimiento.
EXAMEN FISICO

ASPECTO GENERAL: alerta; CARA: Normal; CUELLO: Movil; TÓRAX: No SDR. No evidencia de herida en torax; PULMONAR: Limpios, bien ventilados; CORAZON: Rítmico; ABDOMEN: Blando +- No doloroso; Extremidades: Hda de 2 cm en trapecio I, Hda irregular de +- 10 cm en hombro I, limitación final del mismo; GENITO URINARIO: Ext; PIEL: Hda de 1 cm en pierna D, Hda de 2 cm en región 
9.11.3. Igualmente, se encuentra epicrisis de Luis Alfonso Ramírez Díaz realizada en la Clínica La Estancia, en donde consta que egresó el 8 de noviembre de 2009. El paciente había llegado en condiciones deficientes, pues como se hizo constar en el aludido folio (f. 27, c. 1): 
DIAGNÓSTICO DE INGRESO:

Herida x AF; Herida complicada hombro D; Fx expuesta 6 III D. 
DIAGNÓSTICO DE EGRESO:

Herida por AF; OST de cadera der.
DATOS CLÍNICOS DEL INGRESO:

Presenta heridas múltiples x arma de fuego en hombro D; y MID; Dolor interno en muslo D con limitación funcional.
Examen físico: PA 165/80 FC 107 cabeza – ojo – cuello - abdomen
Extremidades heridas de: zona entrepecho I, herida +- 10 cm hombro I con limitación funcional- herida de 1 cm en pierna D, herida 2 cm D sangrante.
DATOS CLÍNICOS DE EVOLUCIÓN:
Paciente que es llevado a cirugía de osteosíntesis de cadera derecha con evolución clínica satisfactoria hemodinámica estable, afebril, hidratado.
C/P normal abdomen blando depresible, herida saturada en cadera, herida de la cadera en buena condición (…) sin alerta.   
PROCEDIMIENTO QUIRÚRGICO Y HALLAZGOS

Lavado, curetaje, y tutor externa cadera 

Lavado, desbridamiento y sutura hombro.
9.11.4. El 15 de junio, el paciente había sido ingresado por urgencias a la Clínica Nuestra Señora de Fátima de Cali, adscrita a la Policía Nacional, en donde se dejó constancia de los fuertes dolores que tenía por la fractura del fémur. Posteriormente fue hospitalizado al evidenciarse una secreción en la herida. El 5 de septiembre de 2009 fue dado de alta (f. 37-104, c. 1).
9.12. En el acta de junta médica n.º 0203417 de la Policía Nacional se valoró el caso de Luis Alfonso Ramírez Díaz, y se concluyó que las lesiones produjeron la pérdida de la capacidad laboral en un porcentaje del 62,40%, por lo que se procedió al reconocimiento de la correspondiente indemnización bajo la premisa de que los hechos acaecidos el 29 de mayo de 2009 se dieron por causa y con ocasión del servicio (f. 46 y sgts., c. pruebas 3).
9.13. Con anterioridad a los sucesos materia del litigio de la referencia, y con ocasión de unos hechos que habían ocurrido el 5 de septiembre de 2006 en el departamento del Huila, el Director General de la Policía elaboró el instructivo n.° 092 /SEPOL–OGESI del 5 de septiembre de 2006, titulado “Empleo del fusil SAR Galil y otras armas de largo alcance”, en el cual se ordenaba acentuar las precauciones que debían asumirse por parte de las “unidades de policía”, en el sentido de que no se permitiera el desplazamiento de las mismas con armas largas, a menos de que se tratara de grupos policiales compuestos por siete (7) efectivos a lo menos. Ello se plasmó en el manual en los términos que pasan a transcribirse (f. 26, c. 1):
El día 13 de julio de 2006, cuando dos patrulleros en moto oficial, dotados de fusiles SAR Galil revistaban un sector residencial urbano en el municipio de Baraya (Huila), guerrilleros del frente XVII de las FARC los atacaron, asesinando a uno de ellos, hiriendo gravemente al otro y ultimando a un concejal de la localidad; seguidamente los delincuentes hurtaron los dos fusiles Galil, 4 proveedores para los mismos, 95 cartuchos, una granada IM 26, un radio Motorola y un par de esposas.

Para neutralizar este tipo de hechos, la Dirección General ha ordenado, insistentemente optimizar las medidas de seguridad en las unidades de Policía, en los patrullajes y los procedimientos, prohibiendo asignar armamento de largo alcance a dispositivos inferiores a siete (7) unidades en el área urbana y a diez (10) unidades en el área rural (Circular No. 033 DIPLA-SERPO-759 del 090591 ‘’Instrucciones para el uso y empleo del Fusil SAR Galil en servicios de vigilancia urbana’’)

Por esta razón, la Dirección General responsabiliza al comandante que por acción u omisión, ponga en riesgo la vida de los miembros de la Institución y asi mismo exige de los Policías de Colombia solidaridad y profesionalismo, con las medidas que en seguridad integral se vienen adoptando, como las dispuestas en el instructivo No. 071 DIRAF-OGESI del 091203 ‘’Medidas de seguridad en los procedimientos policiales’’ y el instructivo No. 041 DIPON – OGESI del 230404 ‘’Instrucciones para evitar emboscadas’’

Para el cumplimiento de estas órdenes, los señores directivos, la inspección General y el Área de Control interno, exigirán la observancia debida sobre el particular, implementando las acciones y correctivos que para tal fin sean necesarios.
IV. Problema jurídico
10. Conforme con el recurso promovido por la parte actora, corresponde a la Sala decidir la responsabilidad demandada, a partir del daño, la causa petendi invocados y la imputación, si hubiere lugar a ella. En consecuencia, la Sala se ocupará de los siguientes problemas objeto de la litis.
10.1. En primer lugar, se determinará si el ataque en el que fue lesionado el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz, fue perpetrado por la omisión en el cumplimiento del instructivo policivo denominado “Empleo del fusil SAR Galil y otras armas de largo alcance”, o si, por el contrario, se trató de la concreción de un riesgo propio de la actividad policial el cual, por la vinculación profesional con la Policía, el demandante estaría en obligación de soportar.
10.2. De declararse la responsabilidad a cargo de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, seguidamente se determinará lo relativo a la reparación e indemnizaciones que procuran el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz y sus allegados, demandantes todos ellos en acción de reparación directa.
V. Análisis de la Sala
11. La Sala tiene por demostrado el daño alegado en el sub-lite por el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz, consistente en el padecimiento de unas lesiones en la pelvis, el muslo derecho, el hombro izquierdo y el fémur, en hechos ocurridos el 29 de mayo de 2009 –párr. 9.6, hechos probados–. Tal detrimento, que ocasionó una pérdida de la capacidad laboral en un porcentaje superior al 60% –párr. 9.7, hechos probados–, también tuvo consecuencias para los demandantes por su grado de parentesco, el cual permite inferir el perjuicio moral sufrido por los actores Hortencia Díaz González (madre), Luis Alfonso Ramírez Grimaldos (padre), Ana Delmira Ramírez Díaz (hermana), Oscar Andrés Ramírez Díaz (hermano), Luis Ángel Ramírez Rodríguez (hijo), Santiago Alejandro Ramírez Rodríguez (hijo), Juan Camilo Ramírez Rodríguez (hijo), y Luzanyi Rodríguez (cónyuge) –párr. 9.1, hechos probados–.
11.1. Acerca de este punto, además de que se encuentra probado que el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz padeció daños materiales debido a la pérdida de la capacidad para trabajar, la jurisprudencia contencioso administrativa ha precisado que, en caso de lesiones, el daño moral se presume tanto para la víctima directamente afectada con el hecho dañino, como para los familiares de esta, pues las reglas de la experiencia permiten la construcción de ese indicio sobre la base del afecto que, por regla general, existe entre las personas allegadas
. Otro tanto puede decirse acerca del daño a la salud padecido por la víctima directa, el cual, según lo ha dicho la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, se deduce a partir de la pérdida de la capacidad laboral
.

11.2. De tal forma que en el presente caso está acreditado el menoscabo padecido por todos y cada uno de los demandantes aludidos en el libelo introductorio, lo que hace procedente que la Sala pase a estudiar enseguida la posibilidad de atribuir el mismo a la entidad que resultó absuelta en la sentencia del 24 de septiembre de 2015, hoy recurrente en apelación.
12. Al revisar la atribución del daño a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, lo primero que debe tenerse en cuenta es que, por ser el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz subintendente de la Policía Nacional para la época de los hechos, se entiende que, por su calidad de agente profesional, voluntariamente se sometió a los riesgos propios de una profesión que intrínsecamente es peligrosa, de tal forma que el daño sólo sería achacable a dicha institución si se demostrara que puso al demandante en una situación de vulnerabilidad mayor a la que normalmente tendría que soportar
. Y aplicado ese criterio al sub lite aprecia la Sala que el daño es atribuible a la accionada, con base en los argumentos que pasan a explicarse.
12.1. En primer lugar, tal como se reseñó en el acápite de hechos probados de esta providencia, en el presente caso está demostrado que las actividades que realizaba el subintendente, quien se encontraba enlistado en el libro de minuta de guardia como efectivo policial disponible –párr. 9.3, hechos probados–, eran propias de su oficio, pues se trataba de realizar una patrulla en el municipio de Cajibío, en cercanías a una estación de gasolina que se encontraba en la vía que conduce a la vereda El Cairo, y a una planta de tratamiento de agua respecto de la cual se habían solicitado medidas especiales de seguridad por parte del alcalde en su calidad de primera autoridad de policía en el lugar –párr. 9.8, hechos probados–, quien además había pedido una custodia especial para las instituciones bancarias que para el 29 de mayo de 2009 estaban entregando los dineros correspondientes al programa gubernamental denominado “Familias en Acción”, actividad ésta en la que fueron asignadas otras unidades policiales –párr. 9.9, hechos probados–.
12.2. No obstante lo anterior, observa la Sala que al señor Luis Alfonso Ramírez Díaz se lo expuso a un riesgo mucho mayor al que, en circunstancias normales, debería soportar como integrante voluntario de las fuerzas armadas, pues el comandante de la Estación de Policía de Cajibío resolvió llevar a cabo un operativo con armas largas sin observar las precauciones que, para esos efectos, fueron previstas por la institución policial en el instructivo n.º 092/SEPOL-OGESI del 5 de septiembre de 2006 –párr. 9.13, hechos probados–, en el que claramente se dispuso que esos operativos deberían realizarse en grupos superiores a 7 unidades, con el fin de evitar hechos lamentables como los que previamente habían ocurrido en el municipio de Baraya –departamento del Huila– donde unos guerrilleros asesinaron a un concejal y a un policía y, además, hirieron a otro de estos, después de lo cual hurtaron los elementos de dotación de los agentes.
12.3. En contra de lo anterior podría aducirse que no le era exigible al comandante del cuartel cumplir con las medidas de seguridad, pues no existían amenazas en contra de los policiales o la población civil, ni se conocían noticias sobre la presencia de grupos armados ilegales en la zona. No obstante, el cumplimiento de las previsiones mínimas de seguridad no puede quedar supeditado a la existencia de avisos o advertencias de ataques o peligros –los que en la mayoría de las veces se materializan sin previo aviso– y, además, aquél argumento se torna falaz cuando se observa que, según los testimonios practicados a instancias de la investigación disciplinaria –párrs. 9.8 y 9.9, hechos probados–, las autoridades civiles del municipio sí habían pedido una protección especial a intereses de carácter civil tales como una planta de tratamiento de agua y las instituciones bancarias donde se haría la entrega del dinero correspondiente al programa estatal denominado “Familias en Acción” –testimonios de agentes policiales, párrs. 9.8 y 9.9, hechos probados–. Por otra parte, era públicamente conocida la situación de conflicto armado que existía en Cajibío por la época pues, además de que ello se infiere por las solicitudes de protección antes aludidas, también existen informes gubernamentales
 que dan cuenta de ello, tales como el estudio denominado “Dinámicas del Conflicto Armado en el Sur del Valle y Norte del Cauca y su Impacto Humanitario” elaborado en conjunto por varios organismos internacionales, entre ellos la Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo Internacional –USAID por sus siglas en inglés–. En dicho análisis se da cuenta de la situación de orden público en la zona entre los años 2008 y 2009 tal como pasa a transcribirse:
En el último período, la intensidad del conflicto en esta región también se ha caracterizado por una importante ofensiva de la fuerza pública que inició con operativos de persecución al jefe guerrillero alias ‘Alfonso Cano’ en 2008 y encontró continuidad con la activación a finales de 2011 de la Fuerza de Tarea Apolo (en el desarrollo del Plan de Guerra Espada de Honor), con sede en Miranda, que busca la desarticulación de los frentes guerrilleros en la región
.
12.4. Tampoco es de recibo el argumento ventilado en otros momentos del proceso según el cual no era aplicable al operativo del sub lite la precaución ordenada en el instructivo n.º 092/SEPOL-OGESI del 5 de septiembre de 2006, en la medida en que, según concibe dicho entendimiento, el ataque sufrido por los policiales no tenía por objeto el hurto del material bélico que estos portaban, el cual fue recuperado con posterioridad a la agresión, tal como se informó en el libro de minuta del cuartel –párr. 9.5, hechos probados– y en el oficio dirigido al comandante del Departamento de Policía del Cauca –párr. 9.6, hechos probados–. La Sala no acoge dicha motivación pues, según la redacción del aludido instructivo, este no tenía por finalidad sólo la protección de los objetos materiales –armamento e intendencia–, sino que buscaba también evitar cualquier acción u omisión que pudiera poner “… en riesgo la vida de los miembros de la institución…” –párr. 10.8, hechos probados–. Y es que, además de que en esta hoja de instrucciones se dice que el cumplimiento de las medidas de seguridad tiene el objetivo de prevenir emboscadas por parte de grupos armados ilegales, las reglas de la experiencia también indican que los atacantes podrían verse disuadidos de activar su celada si llegan a observar la presencia de un número mayor de efectivos policiales, lo que explica la causa final de las precauciones instruidas por el ente policial, flagrantemente inobservadas por el comandante del cuartel de policía de Cajibío en los hechos materia de juzgamiento.
12.5. Finalmente, tampoco se comparte el motivo de defensa manifestado por la entidad demandada, quien adujo que no era posible brindar medidas de seguridad a todos los efectivos policiales, punto en el que le correspondería a la accionada la carga de demostrar que estaba en imposibilidad de llevar a cabo una actuación más diligente que la que desplegó o, lo que es lo mismo, que el comportamiento exhibido fue lo más diligente posible. Al respecto la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional no llevó a cabo demostración alguna y, antes bien, sólo atinó a argumentar que el ataque fue perpetrado por guerrilleros y, con base en ello, alegó la causal eximente de responsabilidad por el hecho exclusivo del tercero. En relación con este último aspecto, aunque no se pasa por alto la existencia de una agresión por parte de elementos ajenos a la entidad demandada, dicho evento no fue causante único del daño, pues la emboscada no habría tenido ocurrencia, o por lo menos se habría dificultado, si la demandada hubiera cumplido las medidas de seguridad plasmadas en el instructivo n.º 092 /SEPOL-OGESI del 5 de septiembre de 2006, con lo que es claro que el ataque guerrillero no fue el hecho exclusivo y determinante en la causación del daño, sino que existió una coparticipación con las omisiones cometidas por la entidad demandada en el adelantamiento del operativo del 29 de mayo de 2009.
12.6. Respecto a esto último, es pertinente tener en cuenta que en lo que tiene que ver con los estudios sobre la atribución del daño, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha evolucionado desde una concepción eminentemente causal –cuyos alcances son limitados cuando se trata de determinar la responsabilidad en los casos de omisión–, hacia una teoría de la imputación en los términos del artículo 90 de la Constitución Política, de tal forma que un determinado detrimento puede ser endilgado a una autoridad pública por haber omitido el cumplimiento de precauciones que, de haberse respetado, habrían sido idóneas para la evitación del resultado dañoso, aun cuando existan, como en el sub examine, otras causas antecedentes al daño con vocación –desde un punto de vista causal fenoménico– para producirlo por sí mismas. Así se plasmó en la sentencia del 29 de agosto de 2014:
15.3.2. De otra parte, para la Sala no son de recibo los motivos de defensa expresados por la entidad apelante, pues lo cierto es que si la entidad demandada hubiera cumplido a cabalidad con sus deberes de supervisión aeronáutica, el despegue de la aeronave jamás se hubiera autorizado, lo cual habría interrumpido la cadena causal de eventos que condujeron a las consecuencias que hoy son materia de juzgamiento.
15.3.2.1. Al respecto es pertinente tener en cuenta que, aunque es cierto que la omisión de la entidad demandada no fue la causa temporalmente más próxima al daño -que lo fue la falta de entrenamiento de los pilotos-, también es verdadero que el análisis de imputación en el presente caso no puede llevarse a cabo con base en los criterios convencionales de causalidad, que por lo general son aplicables a situaciones en las que el menoscabo surge de acciones, siendo este estudio –el de la causalidad en la responsabilidad por acción– uno cuyos parámetros generalmente atienden a las nociones de eficiencia del hecho generador para producir cierto resultado, y de proximidad temporal entre la causa y el efecto.
15.3.2.2. Dichos criterios, en todo caso, no siempre son suficientes para establecer el nexo entre un hecho y un resultado, ni siquiera cuando se trata de estudiar la imputación del daño en los eventos de acciones de las entidades y agentes administrativos
, situación que se hace aún más complicada cuando se trata de juzgar la responsabilidad por omisiones del sujeto activo de la misma. Al respecto, esta Sala de Subsección “B” ha precisado que <<... el juicio de imputación de responsabilidad por omisión no depende ni se debe confundir con la causalidad, ya que esta última vincula de manera fenomenológica la causa con su efecto, mientras que el juicio de imputación vincula ciertas condiciones que interesan al ordenamiento jurídico con los efectos dispuestos por la norma (…) para que opere el juicio de imputación por falla del servicio por omisión, no es imperativo probar el nexo causal entre el daño y el hecho dañino, pues buscar el vínculo causal, como presupuesto del juicio de responsabilidad para acceder al débito resarcitorio, conduciría inevitablemente a un estadio de exoneración de la responsabilidad o a un regressus ad infinitum de la equivalencia de condiciones, como lo pretende la entidad demandada…>>
.
15.3.2.3. La Sala considera que ni la idoneidad de la causa excluye el hecho de que otras situaciones presentes en la cadena de eventos pueden ser igualmente idóneas –o eficientes– para generar una consecuencia, ni la cercanía de aquélla con el daño garantiza que otras causas antecedentes dejen de ser más o menos eficientes, situación que en ciertos casos hace necesario recurrir a otros criterios para establecer el nexo de imputación entre un hecho de la administración –que puede ser o no contrario a derecho– y el resultado dañino padecido por un particular.
15.3.2.4. Es por ello que la reciente doctrina relacionada con la teoría de la causalidad en la responsabilidad, frente a los análisis relacionados con la causación del daño y con la atribución factual de la  responsabilidad –sobretodo en los casos de omisiones y resultados evitables–, ha propuesto que es necesario complementar los criterios relacionados con la idoneidad y proximidad de los hechos generadores –que son parámetros eminentemente teóricos–, añadiendo un estudio que dé cuenta del contexto en que el daño surgió, para con base en el mismo establecer cuáles son los resultados dañinos que nunca deberían haber ocurrido y, por la misma vía, cuál era el agente con capacidad para evitarlos, sin que sea relevante el hecho de que en su producción hayan concurrido otros factores igualmente idóneos para generar el efecto indeseado. En palabras de Carlos Rozenkrantz:
“Ahora bien: si la noción de causa no puede depender de una teoría de la responsabilidad, tiene que ser una noción fáctica. La cuestión pertinente es qué tipo de noción fáctica. Creo que es bastante claro que no podemos pensar que un evento es la causa de un resultado cuando meramente es la conditio sine qua non de dicho resultado. Esta noción de causa, aunque fáctica, padece de la radical indeterminación de la que habla Perry. Tampoco podemos pensar que la noción de causa está asociada a la de previsibilidad, pues, para que yo cause un resultado, no basta con que lo pueda prever. Puedo prever que usted atropellará a B si conduce como lo hace, pero no por ello soy el causante de que B haya sido atropellado. Por último, tampoco creo que la idea de “tener control”, en el sentido de que puedo evitar que algo se produzca, sea el contenido de la noción de causa. Puedo evitar muchas cosas que nunca diríamos que fueron causadas por mí. Mi sugerencia es que la noción de causa está asociada con lo que en una comunidad determinada se espera que evitemos en casos paradigmáticos, lo cual a su vez dependerá de la moral positiva de esa comunidad y esto, a su vez, de la forma en que ella se establezca, para las personas de cualidades mentales promedio, lo que deben evitar, entre todo aquello que pueden prever y controlar, dado el impacto de sus acciones en el bienestar de otros…
”
.
12.7. Y en el caso concreto, aunque es verdadero que la acción delictiva de los grupos armados ilegales tuvo una indiscutible influencia en la causación de los daños cuyo resarcimiento persiguen los demandantes, también es cierto que en esto último también tuvo participación la omisión de la demandada en el cumplimiento de las medidas de seguridad que, de haberse observado a cabalidad, podrían haber evitado el detrimento soportado por los accionantes en reparación. De tal forma que la responsabilidad por los daños sufridos por el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz y sus allegados, son atribuibles a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, quien deberá pagar las condenas que pasan a determinarse en los párrafos subsiguientes. 
VI. Medidas de reparación

13. Respecto del daño moral ocasionado, con base en las pruebas practicadas dentro del trámite contencioso se tiene acreditado que los señores Luis Alfonso Ramírez Grimaldos y Hortencia Díaz González son padres del lesionado Luis Alfonso Ramírez Díaz, quien a su vez es hermano de los demandantes Ana Delmira Ramírez Díaz y Óscar Andrés Ramírez Díaz; y es compañero permanente de Luzanyi Rodríguez, con quien procreó a los hijos Santiago Alejandro Ramírez Rodríguez y Juan Camilo Ramírez Rodríguez –párr. 9.1, hechos probados–.
13.1. De acuerdo con la jurisprudencia a la que se ha hecho alusión en apartes precedentes de la presente providencia, por aplicación de las máximas de la experiencia puede inferirse que tanto el directamente afectado –señor Luis Alfonso Ramírez Díaz– como su familia, han tenido sentimientos de congoja y dolor debido a las lesiones padecidas por aquél
. Y como lo fijó la Sala Plena de Sección en sentencias de unificación calendadas el 28 de agosto de 2014, cuando la lesión ha ocasionado una pérdida de la capacidad laboral igual o superior al 50%, como ocurre en el presente caso –párr. 9.12, hechos probados–, es procedente reconocer una indemnización equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para el directamente afectado, para cada uno de sus padres, para cada uno sus hijos y para su compañera permanente; mientras que el monto debe ser de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de los hermanos
.
13.1. De tal forma, por concepto de indemnización de perjuicios morales, a favor de cada uno de los demandantes Luis Alfonso Ramírez Díaz, Luzanyi Rodríguez, Santiago Alejandro Ramírez Rodríguez, Juan Camilo Ramírez Rodríguez, Luis Alfonso Ramírez Grimaldos y Hortencia Díaz González se reconocerá una indemnización equivalente a cien (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes al momento de la ejecutoria del presente fallo. Y para cada uno de los accionantes Ana Delmira Ramírez Díaz y Óscar Andrés Ramírez Díaz, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la firmeza de la presente providencia.

14. En lo atinente al daño a la salud que padeció el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz, en la demanda se solicita una indemnización de 200 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de los demandantes bajo el título de alteración grave de las condiciones de existencia. No obstante, de acuerdo con la jurisprudencia unificada de la Sección Tercera del Consejo de Estado, el reconocimiento de dicha indemnización sólo es procedente respecto de la víctima directa, y el monto indemnizatorio se establece en 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para los casos en los cuales existe una pérdida de la capacidad laboral en un porcentaje superior al 50%, que es lo que ocurre en el caso de análisis
. En ese orden de ideas para Luis Alfonso Ramírez Díaz se reconocerá, como indemnización del daño a la salud, una indemnización equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria del presente fallo.
15. Al revisar lo pertinente al daño material por lucro cesante, en los hechos probados se estableció que el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz devengaba, en su calidad de subintendente de la Policía Nacional, un salario mensual de $1 842 410 –párr. 9.2, hechos probados, nota al pie n.º 8–, y que padeció una pérdida de la capacidad laboral en un porcentaje superior al 50% –párr. 9.12, hechos probados–, lo que implica que perdió toda posibilidad de vincularse laboralmente en las condiciones en que ostentaba antes como subintendente de la Policía Nacional y que, por tanto, el lucro cesante deba liquidarse como si la incapacidad fuera total, en aplicación de la jurisprudencia de la Sección Tercera.
15.1. La tasación del tipo perjuicio que en este momento se analiza, comprende dos momentos: uno debido o consolidado, que incluye los meses transcurridos entre la época de ocurrencia del daño y la fecha de la presente sentencia; y otro futuro o anticipado, que consiste en el periodo de tiempo existente entre la fecha en que se profiere la presente sentencia y el final de la vida probable que tenía el occiso, determinada al momento de la ocurrencia del hecho dañoso.

15.1.1. La tasación de la indemnización debida o consolidada se efectuará con aplicación de la fórmula que reiterativamente ha sido instrumentada por la Sala
, según la cual:
S= Ra (1+i)n-1
                i

15.1.1.1. Para actualizar la renta se utiliza la fórmula de actualización utilizada por la Sala según la cual: Renta actualizada = Renta histórica * [índice final de precios al consumidor ÷ índice inicial de precios al consumidor]. Aplicado al caso concreto dicho cálculo, se obtiene el siguiente resultado:
Ra = 1 842 410,10 * [142,27987 ÷ 102,7913]
Ra = 2 550 195
15.1.1.2. Así, en el caso concreto, para la tasación del lucro cesante por indemnización debida o consolidada, se tendrá en cuenta el periodo de tiempo de 110 meses, que es el comprendido entre mayo de 2009 -época de configuración del daño- y julio de 2018 -tiempo en el que se profiere la presente providencia-. De tal forma, la indemnización debida o consolidada se calcula así:
S= 2 550 195 (1+0.004867)110-1
0.004867

S= $369 856 045
15.1.1.3. Como indemnización debida o consolidada se reconocerá al señor Luis Alfonso Ramírez Díaz la suma de trescientos sesenta y nueve millones ochocientos cincuenta y seis mil cuarenta y cinco pesos moneda corriente ($369 856 045).
15.1.2. La tasación de la indemnización futura o anticipada se realizará de acuerdo con la fórmula que ha sido reiteradamente aplicada por la Sala
, de acuerdo con la cual:
S= Ra (1+i)n-1
            i(1+i)n

15.1.2.1. Así, en el caso concreto, se tendrá en cuenta que para la época de ocurrencia del hecho dañoso, el señor Luis Alfonso Ramírez Díaz –nacido el 15 de febrero de 1979– tenía una edad de 30 años, y una vida probable de 46,24 años, según la Resolución n.° 0497 del 20 de mayo de 1997 expedida por la Superintendencia Bancaria. Para determinar el periodo a liquidar, es necesario restar aquél lapso de tiempo que fue tenido en cuenta para el cálculo de la indemnización debida o consolidada. Así, el número de meses que debe tenerse en cuenta para la liquidación es de 444.88, y el cálculo se efectúa de la siguiente forma:
S= 2 250 195 (1+0.004867)444,88-1
                                                    0.004867 * (1+0.004867)444,88
S= $436 547 822
15.1.2.2. Como indemnización futura o anticipada se reconocerá al señor Luis Alfonso Ramírez Díaz una indemnización de cuatrocientos treinta y seis millones quinientos cuarenta y siete mil ochocientos veintidós pesos moneda corriente ($436 547 822).

15.2. En ese orden, como indemnización de perjuicios materiales, se podría reconocer a favor de Luis Alfonso Ramírez Díaz la suma de ochocientos treinta y tres millones cuatrocientos tres mil ochocientos sesenta y siete pesos moneda corriente ($833 403 867). No obstante, en el numeral 3 de la pretensión segunda de la demanda se limitó el monto de lo solicitado por concepto de perjuicios materiales, a la suma de cuatrocientos veintisiete millones ochocientos sesenta y un mil seiscientos ochenta y ocho pesos con diez centavos ($427 861 688,10), en los siguientes términos:
Entonces: 926.107.55 de pensión de invalidez mensual promedio que en adelante se le pagará al actor, x 462 mesadas incompletas que dejara de percibir por ese concepto durante su vida probable productiva, el total faltante será de 427.861.688,10 –supra antecedentes, párrafo 1–.

15.2.1. Actualizada a valor presente la suma dineraria solicitada en la demanda, con aplicación de la fórmula a la que se ha hecho alusión más arriba y el índice de precios al consumidor vigente al momento de interposición de la demanda, se tiene lo siguiente:
Ra = 427 861 688,1 * [142,27987 ÷ 108,04537]

Ra = 563 430 949
15.2.2. Petición que, en aplicación del principio de congruencia que rige las actuaciones contencioso administrativas, no puede ser superada por la Sala al momento de proferirse la presente sentencia, lo que implica que sea esa la suma que se reconozca por concepto de indemnización de perjuicios por daños materiales –lucro cesante–.
15.3. En ese orden, por concepto de indemnización de perjuicios materiales por lucro cesante, se reconocerá a favor del señor Luis Alfonso Ramírez Díaz la suma de quinientos sesenta y tres millones cuatrocientos treinta mil novecientos cuarenta y nueve pesos moneda corriente ($563 430 949). La indemnización antes referida no  podrá ser reducida por el hecho de que se hubiera reconocido algún tipo de pensión a favor del demandante pues, como lo ha dicho la Sala:
12.1.1. Por un lado se encuentran demostrados los perjuicios materiales padecidos por los demandantes Isabel Cristina Pedraza Camargo, Adriana Marcela Sánchez Pedraza, Carlos Andrés Sánchez Pedraza y Jorge Mario Sánchez Pedraza, quienes acreditaron respectivamente sus calidades de cónyuge e hijos del fallecido Carlos Yesid Sánchez Rondón. Del mismo modo, se evidenció que los demandantes dependían económicamente de quien en vida desempeñaba las labores de secretario privado del gobernador del Departamento del Tolima, quien tenía a su cargo una obligación alimentaria respecto de los peticionarios. En este punto, frente a la demandante Adriana Marcela Sánchez Pedraza, quien para la época de los hechos contaba con más de 18 años de edad, la dependencia económica respecto del difunto está indiciada por el hecho de que en favor de aquélla fue reconocido por el Instituto de Seguros Sociales el derecho de suceder al occiso mediante pensión de sobrevivientes, según fue decidido en la resolución n.º 109 del 6 de abril de 2000 –párr. n.º 10.9–, decisión en cuyo estudio se valoraron los certificados expedidos por la correspondiente institución educativa, en los que constaba que la aludida demandante cursaba estudios de educación superior.
12.1.1.1. En este punto, para la Sala no es inadvertido que la mencionada prestación pensional tiene como fuente el mismo hecho que dio lugar al presente juicio de responsabilidad extracontractual, por lo que podría argumentarse que el daño ya habría sido solventado con el emolumento de sobrevida reconocido en su momento por el Instituto de Seguros Sociales, lo que implicaría la inexistencia del menoscabo de cara al sub lite. No obstante, la Sección Tercera ha precisado que no es posible igualar el origen causal de las prestaciones económicas reconocidas por virtud de la vinculación laboral, y aquellas que eventualmente puedan surgir del juicio de reparación, pues el origen de unas y otras es disímil. Como ejemplo de ello se cita la sentencia de la Subsección “C” de la Sección Tercera, calendada el 13 de junio de 2013, en la cual se dijo lo siguiente:
“Finalmente, se advierte que contrario a lo expresado por el Ministerio Público en los alegatos de conclusión en la primera instancia, en los eventos en que un funcionario sufre un daño como consecuencia de esta clase de actividades, la entidad estatal a la cual se encuentra vinculado el servidor, ve comprometida su responsabilidad patrimonial, más allá de las obligaciones derivadas de esa relación laboral, las cuales se cubren con la indemnización a for fait a que tiene derecho en virtud de esa vinculación
.”

12.1.1.2. Criterio que fue reiterado en reciente pronunciamiento de la Sala Plena de sección Tercera en la sentencia de unificación del 22 de abril de 2015, con ponencia de la Consejera de Estado Stella Conto Diaz del Castillo, en la cual se dijo lo siguiente:
“En este orden de ideas, la excepción basada en que los accionantes tenían que acudir el juez del trabajo no puede prosperar, porque el servidor perjudicado en el ámbito de la relación laboral bien puede acudir ante el juez de la reparación a fin de que se resuelva sobre la responsabilidad del Estado, más allá de las prestaciones directamente derivadas de la relación laboral. Sin que ello dé lugar a acumulación, en razón a que se trata de igual obligación derivada de la misma fuente.”

“Siendo así, la acción de reparación directa procede, cuando los servidores públicos, en calidad de víctimas, demandan la reparación integral de los daños causados en el desempeño de sus funciones, tal como ocurre, en el caso cuyo estudio ocupa a la Sala.”
12.1.1.3. De lo cual se deduce que el carácter actual y cierto del daño material –lucro cesante– padecido por las personas que dependían económicamente del señor Carlos Yesid Sánchez Rondón, no se pierde por el hecho de la pensión de sobrevivientes reconocida en favor de ellos por el Instituto de Seguros Sociales
(negrilla del texto citado).
16. Como una medida adicional para asegurar el eventual conocimiento de asuntos como el sub lite por parte de la Jurisdicción Especial para la Paz creada mediante Acto Legislativo 01 de 2017, se exhortará a la Presidencia del Consejo de Estado para que, con el apoyo de la Comisión de Relatoría creada mediante Acuerdo n.º 001 del 14 de febrero de 2018, establezca en la página web institucional de esta alta corte un enlace que contenga su jurisprudencia relacionada con el conflicto armado colombiano, en donde deberán incluirse todos los casos en este contexto ocurridos, entre ellos el resuelto mediante la presente providencia.
16.1. Por último, se enviará al director del Centro Nacional de Memoria Histórica y del Archivo General de la Nación, copia de la presente sentencia con el fin de que haga parte de su registro, y contribuya a la construcción documental del país que busca preservar la memoria de la violencia generada por el conflicto armado interno en Colombia.
VII. Costas 
17. No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria de alguna de las partes o de los demás intervinientes procesales, condición exigida por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se profiera una condena de ese tipo.
18. En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –Subsección “B”–, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
FALLA

REVÓCASE la sentencia apelada, esto es, la proferida el 24 de septiembre de 2015 por el Tribunal Administrativo del Cauca. En su lugar se dispone:

PRIMERO: DECLÁRASE administrativamente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional por los daños causados a los demandantes con las lesiones sufridas en hechos calendados el 29 de mayo de 2009 en zona rural del municipio de Cajibío –Cauca–.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, CONDÉNASE a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar, a título de indemnización de perjuicios, las siguientes condenas:
A) Por concepto de resarcimiento de perjuicios morales, la suma de cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria del presente fallo, a favor de los demandantes Luis Alfonso Ramírez Díaz, Luis Alfonso Ramírez Grimaldos, Hortencia Díaz González, Luzanyi Rodríguez, Santiago Alejandro Ramírez Rodríguez y Juan Camilo Ramírez Rodríguez; y la suma de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria del presente fallo, a favor de los demandantes Ana Delmira Ramírez Díaz y Óscar Andrés Ramírez Díaz.

B) Como reparación de perjuicios por daño a la salud, la suma de cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria del presente fallo, a favor del demandante Luis Alfonso Ramírez Díaz.

C) Como indemnización de los perjuicios por daño material en su modalidad de lucro cesante, la suma de quinientos sesenta y tres millones cuatrocientos treinta mil novecientos cuarenta y nueve pesos moneda corriente ($563’430.949) a favor del demandante Luis Alfonso Ramírez Díaz.
TERCERO: Como una medida adicional para asegurar el eventual conocimiento de asuntos como el sub lite por parte de la Jurisdicción Especial para la Paz creada mediante Acto Legislativo 01 de 2017, EXHORTAR a la Presidencia del Consejo de Estado para que, con el apoyo de la Comisión de Relatoría creada mediante Acuerdo n.º 001 del 14 de febrero de 2018, establezca en la página web institucional de esta alta corte un enlace que contenga su jurisprudencia relacionada con el conflicto armado colombiano, en donde deberán incluirse todos los casos en este contexto ocurridos, entre ellos el resuelto mediante la presente providencia. En el mismo sentido, ENVIAR al director del Centro Nacional de Memoria Histórica y del Archivo General de la Nación, copia de la presente sentencia con el fin de que haga parte de su registro, y contribuya a la construcción documental del país que busca preservar la memoria de la violencia generada por el conflicto armado interno en Colombia.
CUARTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda, por las razones expuestas en la parte considerativa de esta sentencia.
QUINTO: Sin condena en costas.

SEXTO:  Por secretaría EXPÍDANSE copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil, las cuales se entregarán a quien acredite estar actuando como apoderado judicial dentro del proceso.

SÉPTIMO: Ejecutoriada la presente providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de primera instancia para lo de su cargo.

OCTAVO: CÚMPLASE la presente sentencia en los términos establecidos en los artículos 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, DEVUÉLVASE y CÚMPLASE.

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Presidenta de la Sala y Consejera de Estado

RAMIRO PAZOS GUERRERO

Consejero de Estado

� Antes de que se radicara la demanda, la parte actora presentó el 26 de mayo de 2011 solicitud de conciliación prejudicial, la cual se declaró fallida en audiencia celebrada el 18 de julio de 2011, según constancia expedida por el Procurador n.º 39 Judicial II para Asuntos Administrativos (f. 120, c. 1). 


� La demanda fue admitida por el Tribunal Administrativo del Cauca en auto del 26 de octubre de 2011 (fls. 149-150, c.1).


� Revisado el Sistema de Gestión Siglo XXI no se encontró otro proceso por los mismos hechos del trámite de la referencia y referido al caso del lesionado Wilson Portilla Ayala, compañero de patrulla del hoy demandante en reparación.


� Las pruebas fueron decretadas mediante auto del 11 de septiembre de 2012 proferido por el Tribunal Administrativo del Cauca (fl. 1, c. pruebas n.º 3).


� El presente asunto tiene vocación de doble instancia, comoquiera que la cuantía es superior a la suma de $427 861 688, la cual resulta, a su vez, mayor que los 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes exigidos por el artículo 132 del Código Contencioso Administrativo para que los tribunales administrativos conozcan en primera instancia de las acciones de reparación directa iniciadas en el año 2010 ($267 800 000). La cuantía se obtiene por la pretensión mayor sin los perjuicios futuros o morales al momento de la presentación de la demanda, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 198 de la Ley 1450 de 2010.


� “Cuando existan razones de seguridad nacional o para prevenir la afectación grave del patrimonio nacional, o en el caso de graves violaciones a los derechos humanos, o de crímenes de lesa humanidad, o de asuntos de especial trascendencia social, las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas, Secciones o Subsecciones del Consejo de Estado, la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de la Judicatura o la Corte Constitucional, señalarán la clase de procesos que deberán ser tramitados y fallados preferentemente. Dicha actuación también podrá ser solicitada por el Procurador General de la Nación.” // “Los recursos interpuestos ante la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, cuya resolución íntegra entrañe sólo la reiteración de jurisprudencia, podrán ser decididos anticipadamente sin sujeción al orden cronológico de turnos.” // “Las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas o las Secciones del Consejo de Estado, la Corte Constitucional y el Consejo Superior de la Judicatura; las salas de los Tribunales Superiores y de los Tribunales Contencioso-Administrativos de Distrito podrán determinar un orden de carácter temático para la elaboración y estudio preferente de los proyectos de sentencia; para el efecto, mediante acuerdo, fijarán periódicamente los temas bajo los cuales se agruparán los procesos y señalarán, mediante aviso, las fechas de las sesiones de la Sala en las que se asumirá el respectivo estudio…”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –en pleno–, sentencia del 28 de agosto de 2013, C.P. Enrique Gil Botero, radicación n.° 05001-23-31-000-1996-00659-01(25022), actor: Rubén Darío Silva Álzate y otros, demandado: Nación-Fiscalía General de la Nación y otros.


� Según certificación expedida por el área de prestaciones sociales de la Policía Nacional, el demandante devengaba un salario mensual equivalente a $1’842.410,10 pesos moneda corriente (fl. 53, c. pruebas n.º 3).


� En el curso de la investigación disciplinaria se encuentra también la declaración del auxiliar de policía Carlos Alberto Rengifo Ángel quien manifestó que Portilla Ayala Eduardo Ramiro salió con otras unidades a realizar patrullaje a los diferentes sitios del municipio (fls. 36-37, c. pruebas 3).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”, sentencia del 6 de diciembre de 2013, C.P. Danilo Rojas Betancourth, radicación n.º 52001-23-31-000-1998-00572-02 (31980), actor: Gerardo Suárez, demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional. Del mismo ponente y sala pueden consultarse también las siguientes providencias: 30 de octubre de 2013, radicación n.º 08001-23-31-000-1991-06344-01 (22076), actor: Aracely Cardona Guerrero, demandado: Instituto de Seguros Sociales–ISS; sentencia del 28 de octubre de 2013, radicación n.º 05001-23-31-000-1997-02460-01 (29246), actor: Jaqueline Tamayo López, demandado: Instituto Nacional de Seguros Sociales–ISS; y sentencia del 28 de septiembre de 2012, radicación n.º 19001-23-31-000-1998-09837-01 (19837), actor: Zoraida Bedoya Agredo y otros, demandado: Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario–INPEC; entre otras.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –en pleno-, sentencia del 14 de septiembre de 2011, C.P. Enrique Gil Botero, radicación n.° 05001-23-31-000-2007-00139-01(38222), actor: José Darío Mejía Herrera y otros.


� Ver, entre muchas otras, sentencias de 12 de febrero de 2004, exp. 14.636, C.P. Ricardo Hoyos Duque, de 26 de mayo de 2010, exp. 19.158, C.P. Ruth Stella Correa; y de 29 de agosto de 2012, exp. 17.823, 21984, 21976, 21965 y 32010 (acumulados), C.P. Mauricio Fajardo Gómez. De épocas más recientes puede consultarse el siguiente pronunciamiento: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –Subsección “B”–, sentencia del 20 de febrero de 2014, C.P. Danilo Rojas Betancourth, radicación n.º 52001-23-31-000-1998-00514-01 (24491), actor: Lorenzo Fajardo Ramírez y otros, demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional.





� En algunas ocasiones la Sala ha utilizado los reportes noticiosos o periodísticos, e incluso informes elaborados por organizaciones estatales o no gubernamentales debidamente acreditadas, con miras a establecer las circunstancias que rodean determinados acontecimientos para, con base en aquellos, determinar algunos aspectos relevantes para la elaboración de la premisa fáctica que debe servir de fundamento para la resolución de un determinado caso. Ver por ejemplo: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –Subsección “B”–, sentencia del 30 de abril de 2014, C.P. Danilo Rojas Betancourth, radicación n.º 47001-23-31-003-2000-0977-00 (32569), actor: Extractora Patuca Ltda., demandado: Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional.


� Fundación Ideas para la Paz, USAID del Pueblo de los Estados Unidos de América, Organización Internacional para las Migraciones. “Dinámicas del Conflicto Armado en el Sur del Valle y Norte del Cauca y su Impacto Humanitario”, elaborado por el Área de Dinámicas del Conflicto y Negociaciones de Paz, Unidad de Análisis “Siguiendo el Conflicto” – Boletín # 72 (año 2013). Página 2 de 54. Puede consultarse en el siguiente portal de internet: cdn.ideaspaz.org. Aunque el municipio de Cajibío no fue incluido dentro de las poblaciones que hacen parte del Norte del Cauca, el mismo se encuentra enlistado dentro de aquellos que están bajo la zona de influencia del conflicto. Tal como se plasmó en la página 15/54, el municipio de Cajibío hace parte de la zona central del Cauca, así: “Los municipios de Suárez y Buenos Aires forman un eje con otros del centro del Cauca como Cajibío y El Tambo estableciendo un camino hacia el Pacífico caucano por medio de los ríos Naya y San Juan. Históricamente la zona ha tenido influencia de poblaciones del piedemonte de la Cordillera Central, de fuerte asentamiento guerrillero, como de los corredores que se forman a lo largo de la Cordillera Occidental y que se dirigen hacia los ubicados en la frontera con Nariño como Argelia, Patía (El Bordo), Balboa, zona de enclave cocalero…”.


� [55] “Piénsese, por ejemplo, en los casos de responsabilidad médica en los que se busca el resarcimiento de los daños surgidos de una muerte, donde eventualmente pueden considerarse como causa eficiente y próxima del menoscabo, tanto la patología o lesión por la que la persona estaba siendo tratada en el centro asistencial, como las acciones llevadas a cabo por los galenos para efectos del tratamiento. Véase al respecto: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –Subsección “B”–, sentencia del 11 de mayo de 2011, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicación n.° 17001-23-31-000-1996-05026-01(18792), actor: María Bertilda Zapata y otros, demandado: Caja Nacional de Previsión Social.”


� [56] “Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –Subsección “B”–, sentencia del 29 de mayo de 2014, C.P. Ramiro Pazos Guerrero, radicación n.° 17001-23-31-000-2000-01300-01(30108), actor: Melva López de Vallejo y otros, demandado: Nación-Departamento Administrativo de Seguridad.”


� [57] “Rosenkrantz, Carlos “Tres concepciones de la justicia correctiva y de la responsabilidad extracontractual” en La Filosofía de la Responsabilidad Civil –Estudios sobre los fundamentos filosófico-jurídicos de la responsabilidad civil extracontractual. Bogotá 2013, Editorial de la Universidad Externado de Colombia, página 361.”


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –Subsección “B”–, sentencia del 29 de agosto de 2014, C.P. Danilo Rojas Betancourth, radicación n.º 25000-23-26-000-1997-14961-01 (acumulado), número interno 28373, demandante: Triturados del Tolima Limitada y otros, demandado: Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil.


� En el mismo sentido, puede consultarse la sentencia de ésta Sala proferida el 14 de abril de 2011, C.P. Danilo Rojas Betancourth, radicación n.° 19001-23-31-000-1997-05005-01(20587), actor: Luis Édgar Beltrán Rodríguez y otros, demandado: Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-. Allí se dijo: “26. Demostradas las relaciones de parentesco existentes entre los demandantes puede inferirse, aplicando las reglas de la experiencia, que entre ellos existe un lazo afectivo y, por lo tanto, que sufrieron pena, aflicción y dolor a causa de las lesiones sufridas por su padre, hermano, hijo y compañero, lo cual los legitima para reclamar la reparación de los perjuicios causados”. 


� Ver al respecto: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –en pleno–, sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz, expediente n.º 31172.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –en pleno–, sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, C.P. Enrique Gil Botero, expediente n.º 31170, actor: Luis Ferney Isaza Córdoba y otros, demandada: La Nación, Ministerio de Defensa-Ejército Nacional.


� En la que “i” es una constante, “S” corresponde a la indemnización debida, y “n” corresponde al número de meses por liquidar.


� En la que “i” es una constante, “S” equivale a la indemnización debida y “n” al número de meses por liquidar.


� [10] “Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia del 13 de junio de 2013, C.P. Enrique Gil Botero, radicación n.º 07001-23-31-000-2001-01356-01 (25712), actor: Hermógenes Manzanares, demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Fuerza Aérea Colombiana.”


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –Subsección “B”–, sentencia del 1º de agosto de 2016, C.P. Danilo Rojas Betancourth, radicación n.º 73001-23-31-000-2000-00633-01 (35803), actor: Isabel Cristina Pedraza Camargo y otros, demandado: Departamento del Tolima.
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